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1. INTRODUCCIÓN 
 
La actividad urbanística en la Comunidad de Madrid junto a las infraestructuras del transporte que 
lleva asociadas son la principal causa de destrucción del territorio. A partir de finales de la década de 
los años noventa y especialmente a principios de 2000, la actividad urbanística y la construcción de 
grandes infraestructuras sufre un fortísimo incremento.   
 
En 2001, el Gobierno regional, presidido por Alberto Ruíz Gallardón, presenta a la Asamblea de 
Madrid una Ley del Suelo que fue aprobada únicamente con los votos favorables del Partido Popular. 
Sin embargo, los tres partidos (PP, PSOE, IU), sí estuvieron de acuerdo en un sólo aspecto, la 
aprobación por unanimidad de la enmienda presentado por IU para sacar del texto legal el apartado el 
apartado que permitía la construcción de vivienda unifamiliar en suelo protegido. 
 
A pesar de esta mejoría, la Ley del Suelo en vigor permite construir  en cualquier terreno que no esté 
expresamente protegido. Además no pone límites a las reclasificaciones ni exige su justificación. Así 
los Ayuntamientos tienen las manos libres para transformar en urbanizable  importantes superficies 
del término municipal aun a pesar de contar con escaso número de habitantes. Así Arroyomolinos, 
con a penas 4.000 habitantes en 2000 ha reclasificado casi la totalidad del termino que no está 
incluida en el Parque Regional del Curso Medio del río Guadarrama. De la misma forma ha actuado 
Brunete que con 8.000 habitantes, el Plan general plantea la construcción de 19.600 viviendas. 
Puntes Viejas, un pequeño municipio de la Sierra Norte reclasifica el 48% del término, a pesar de que 
cuenta con menos de 500 habitantes, Piñuecar, también en el norte de la Región y con 200 habitantes 
reclasifica el 25% del término, Brea de Tajo, en el extremo  sureste, con 500 habitantes, reclasifica 
más del 50% del término, etc. 
 
Sin embargo esta flexibilidad en la reclasificación de terrenos nunca le pareció suficiente al Gobierno 
de Esperanza Aguirre. Así en enero de 2004 inició un proceso para redactar una nueva Ley del Suelo. 
El texto, en el que participó el Exdirector General de Urbanismo Enrique Porto Rey  -que se vio 
obligado a dimitir por su presunta vinculación en escándalos urbanísticos-, nunca llegó a ser 
aprobado. 
 
Ese anteproyecto recuperaba el artículo excluido de la Ley del Suelo de 2001 por el que se permitía la 
construcción de vivienda en suelo protegido, eliminaba uno de los procesos de información pública 
que contempla la actual Ley del Suelo, ampliaba el abanico de las construcciones permitidas en suelo 
protegido (hospitales, colegios, instalaciones deportivas, de ocio, etc) y favorecía a los promotores 
reduciendo el porcentaje de vivienda protegida, eliminando la obligación de urbanizar el suelo cedido 
a los Ayuntamientos, etc. Es importante seguir la estela de este texto porque a pesar de que no se 
llegó a aprobar oficialmente, sí se ha intentado aplicar incluyendo parte de sus preceptos en la 
revisión de diferentes planes generales y sobretodo en el Plan de Ordenación de Recursos Naturales 
(PORN) de la Sierra de Guadarrama. Las directrices urbanísticas de este texto afecta nada menos 
que a 37 municipios. 
El 1 de julio ha entrado en  vigor la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo y la Comunidad de Madrid 
ha aprovechado para tramitar una importante modificación de la Ley de Suelo, incluyéndola en lo que 
ha denominado Ley de Medidas Urgentes de Modernización del Gobierno y la Administración de la 
Comunidad de Madrid. Esta Ley se tramita por vía de urgencia, en pleno periodo estival y sin haber 
sido informada previamente por el Consejo Económico y Social.  
 
En este informe se analizan los artículos de esta nueva Ley que afectan o pueden afectar a la 
actividad urbanística de la Región. Como se detalla en los capítulos siguientes la nueva Ley da una 
vuelta de tuerca al cerco que el Gobierno de Esperanza Aguirre ha levantado contra el medio 
ambiente madrileño. La Ley lejos de incrementar la transparencia reduce la participación ciudadana 
en la elaboración de los planeamientos, flexibiliza aún más las construcciones en suelo protegido, 
decapita las competencias inspectoras de los agentes forestales, invade competencias del Estado y 
llega a incumplir hasta cinco normas básicas (Ley de Aguas, Ley de Suelo, Ley de Evaluación 
Ambiental de Planes y Programas, Ley de Montes y Ley del Sector Eléctrico). 
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2. ACTIVIDAD DE ECOLOGISTAS EN ACCIÓN EN MATERIA URBANÍSTICA EN LA COMUNIDAD 
DE MADRID 
 
Antes de entrar en el análisis de la Ley de Medidas Urgentes de Modernización del Gobierno y la 
Administración de la Comunidad de Madrid (en adelante Ley de Medidas urgentes), es necesario 
contextualizar el trabajo que Ecologistas en Acción está realizando en materia urbanística en la 
Comunidad de Madrid. 
 
Como ya se ha mencionado, el principal factor de destrucción del territorio y del medio ambiente en 
Madrid es la actividad urbanística y las infraestructuras asociadas a esta. Recordemos que desde 
1987 a 2000, en Madrid se ha urbanizado el 50% de la superficie previamente urbanizada, lo que ha 
supuesto la pérdida de 31.000 ha. Por ello, Ecologistas en Acción, consideró prioritario abrir un área 
de trabajo específica sobre el urbanismo y sus consecuencias en la Comunidad de Madrid. De esta 
forma y a partir de septiembre de 2004, esta organización inicia una importantísima actividad en 
materia urbanística que le ha llevado a tener un amplio conocimiento de lo que está sucediendo en la 
región. 
 
Desde junio de 2004 hasta julio de 2007, Ecologistas en Acción ha presentado sugerencias y 
alegaciones a 58 planes generales (avances y aprobaciones iniciales), además de a diversos planes 
de sectorización, planes parciales, modificaciones puntuales, convenios, etc.  
 
También se han presentado 200 alegaciones al Plan de Ordenación de Recursos Naturales (PORN) 
de la Sierra de Guadarrama. Se incluye este documento entre la información relativa a los 
planeamientos urbanísticos porque el PORN más que un  documento de conservación es  un texto 
urbanístico. Así, el PORN  agiliza la tramitación urbanística de los 37 municipios que están en su 
ámbito, permite construir vivienda en suelo protegido, elimina el procedimiento de calificación 
urbanística (procedimiento obligatorio para cualquier construcción en suelo protegido y que compete a 
la CM) y permite las reclasificaciones de los terrenos (que no sean bosques) que actualmente están 
clasificados como suelo no urbanizable de protección por los planeamientos en vigor. Es decir el 
PORN, no impide que se reclasifiquen dehesas y pastizales del piedemonte serrano, al contrario 
desbloquea esta actuación. 
 
Por tanto, podemos afirmar que sin conocer lo que sucede en los 179 municipios de la región sí se 
manejan suficientes datos como para hacer una valoración muy aproximada de la situación 
urbanística en Madrid, de las principales irregularidades y de sus responsables. 
 
 
2.1. Irregularidades urbanísticas más frecuentes en la Comunidad de Madrid. 
 
Son muchas las irregularidades que se cometen tanto por Ayuntamientos, por la Consejería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio y por el propio Gobierno regional. Por ninguna de las partes 
(salvo escasos ejemplos municipales) existe verdadero interés por incrementar la transparencia y 
facilitar la participación ciudadana en la elaboración, aprobación y gestión del planeamiento 
urbanístico.  
 
Así no se informa adecuadamente de los periodos de información pública. 
Se aprovechan periodos vacacionales (especialmente el verano y Navidad) para exponer a 
información pública la documentación.  
En ocasiones se reduce el plazo mínimo de exposición pública a pesar de estar establecido por 
Ley.  
No se facilitan copias de la documentación ni se facilita en soporte informático.  
En ocasiones ni siquiera se deja a los ciudadanos un lugar tranquilo donde consultar la 
voluminosa documentación, que en las aprobaciones iniciales puede llegar a miles de páginas. 
(Casos de Estremera, Berzosa del Lozoya). 
Es muy frecuente que no suele facilitarse el Estudio de Incidencia Ambiental (EIA) entre la 
documentación que se ofrece al ciudadano. Se da la circunstancia de que algunos 
Ayuntamientos de que es en este documento donde se recogen datos trascendentales para 
conocer el modelo urbanístico propuesto como previsión de nuevas viviendas y nuevos 
habitantes. 
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Se clasifica inadecuadamente el suelo protegido. Así se divide en clases diferentes y se  
permiten usos y construcciones que la Ley del Suelo no contempla (viviendas, colegios, 
iglesias, hospitales, etc). Aquí es donde se intentan aplicar directrices del proyecto de Ley que 
nunca fue aprobado durante la legislatura anterior. Este tipo de irregularidad es muy frecuente 
encontrarlo en los planes generales redactados por ARNAIZ CONSULTORES SL.  
 

Este último caso, se ha denunciado en numerosas ocasiones ante el Exconsejero de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio, Mariano Zabía. Sin embargo, hasta la fecha, no se ha 
producido ninguna contestación al respecto, ni que se sepa se ha rectificado el “error cometido”. 
Por ejemplo el Ayuntamiento de Bustarviejo aprobó inicialmente el plan general a pesar de las 
irregularidades denunciadas.  

 
2.2. Denuncias 
 
 
Todas y cada una de las irregularidades detectadas en la actuación urbanística municipal se ha 
puesto en conocimiento ante el/la alcalde/sa correspondiente y ante la Consejería de Medio Ambiente 
y Ordenación del Territorio en forma de alegaciones o de denuncias concretas. Hasta la fecha LA 
CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE Y ORDENACIÓN DEL TERRITORIO NO HA COMUNICADO 
QUE HAYA TOMADO NINGUNA MEDIDA AL RESPECTO. Incluso se emiten los correspondientes 
informes obviando cualquier referencia a las irregularidades denunciadas. Además, en ocasiones es 
la propia Consejería la que incurre en numerosas irregularidades.   
 
En algunos casos las irregularidades son de tal calibre que los planeamientos se han recurrido ante el 
Tribunal Superior de justicia de Madrid  o se ha interpuesto denuncia en juzgados. Cabe señalar que 
son, precisamente, los planeamientos redactados por la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación 
del Territorio los que acumulan mayores y más graves irregularidades.  
 
En este sentido caben señalar las Normas Transitorias de Los Molinos o de Perales de Tajuña, 
ambos recurrido ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid. Otros dos planeamientos que 
incurren en graves irregularidades son la aprobación definitiva del Plan General de El Molar, en el que 
se ha dado vía libre a la reclasificación de un sector que albergará más de 8.000 viviendas en una 
zona afectada por la huella sonora de Barajas y que supera los niveles de ruido permitidos para uso 
residencial por el Decreto 78/1999 sobre Protección contra la Contaminación Acústica. Este sector 
contaba con varios informes negativos de la Consejería de Medio Ambiente, durante la legislatura 
presidida por Alberto Ruíz Gallardón. En 2004 se desbloqueó tras la emisión de informe por parte de 
los servicios jurídicos de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio. 
 
Un caso más reciente es el de Alcalá de Henares, donde se ha denunciado ante la Comisión Europea 
un macrocomplejo turístico-ocio en la finca El Encín. Una finca clasificada como suelo no urbanizable 
y que hasta la fecha se ha dedicado a la investigación agroalimentaria. El proyecto denominado Natur 
Alcalá está promovido por la Consejería de Economía e Innovación Tecnológica.  
 
Aunque una de las actuaciones más reseñables contra el medio ambiente en materia urbanística sea, 
aunque resulte paradójico, el PORN de la sierra de Guadarrama. Un documento que conculca la Ley 
del Suelo al permitir actuaciones en Suelo protegido que ni siquiera esta norma permite. El PORN 
está pendiente de aprobación definitiva. 
 
Así podríamos seguir llenando páginas y páginas para demostrar el talante de una Consejería y de un 
Gobierno regional que por encima de todo, han intentado oficiosa u oficialmente modificar la Ley del 
Suelo para incrementar las posibilidades de construcción en el suelo protegido, a pesar de que la Ley 
en vigor permite construir en cualquier terrenos que no esté expresamente protegido. 
 
En este contexto el Gobierno regional ha presentado el proyecto de Ley que nos ocupa y que como 
veremos intenta una vez más sacar adelante las medidas previstas en el anteproyecto de Ley que no 
llegó a aprobarse y en el que participó el Exdirector de Urbanismo E. Porto Rey. 
 
 
A continuación se indican en una tabla los planes generales estudiados por Ecologistas en Acción, y 
en su caso las irregularidades detectadas. En la tabla se muestran los documentos en fase de Avance 
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a los que se han presentado sugerencias y comentarios y los que se encuentran en fase de 
aprobación inicial a los que se han presentado alegaciones. 
 
Avance Irregularidad detectada Aprobación inicial del 

plan general 
Irregularidad detectada 

1. Chapinería Inadecuada clasificación 
suelo protegido (SP) 
+campo golf en ZEPA 

1. Alcorcón Reclasifica terrenos 
protegidos en base a un 
convenio 

2. Berzosa del Lozoya Reducción del plazo 
i.p.+inadecuada 
clasificación Suelo 
protegido 

2. Brea de Tajo Reclasifica más del 50 % 
del t.m. 

3. Cercedilla Incompleto 3. Bustarviejo Inadecuada clasificación 
SP. Denuncia Exalcalde 

4. Brunete Reclasificación de la 
totalidad del término no 
incluido en el Parque 
regional del río 
Guadarrarma. Sectores 
afectados por líneas 
eléctricas. 

4. Colmenar de Oreja Reclasificación de 
hábitats prioritarios. 
Firma convenio entre 
Consejero MA y Ayto.  
antes de estar aprobado 
el PG para construir VPO 
en suelo no urbanizable 

5. Becerril de la Sierra Inadecuada clasificación 
SP 

5. Estremera Irregularidades en el 
procedimiento 

6. Alcalá de Henares Reclasificación ZEPA, El 
Encín, etc 

6. Fuentidueña de Tajo Reclasificación de 
determinados terrenos 
comprados previamente 
por determinadas 
empresas 

7. Cadalso de los 
Vídrios 

Reclasificación terrenos 
ZEPA 

7. Guadarrama 1ª fase Incluye Plan de 
Sectorización Los 
Pradillos elaborado por 
PLARQUIN 
CONSULTORES 
mientras E. Porto Rey era 
Director Gral. 

8. Las Rozas Reclasificación montes 
protegidos 

8. Campo Real Reducción plazo ip 

 
9. Los Molinos* 

 
Denunciado ante el 
TSJM 

9. Cabanillas de la 
Sierra 

- 10. Navalcarnero  

10. Carabaña - 11. Perales de Tajuña* Denunciado ante el TSJM 
11. Bustarviejo Inadecuada clasificación 

SP.. Construcciones en 
SP. Denunciado 
exalcalde, Julio de 
Mateo, ante el Juzgado 
de Torrelaguna  

12. Pinto Usos inadecuados en 
suelo protegido. 

12. Collado Mediano - 32. Torremocha del 
Jarama 

Múltiples irregularidades 

13. Buitrago de Lozoya Inadecuada clasificación 
SP+ Construcciones en 

14. Valverde de Alcalá Reclasificación de 
terrenos inundables y 
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SP canalización del arroyo 
Pantueña. 

14. Colmenar de Oreja Firma convenio entre 
Consejero MA y Ayto.,  
antes de estar aprobado 
el PG, para construir 
VPO en suelo no 
urbanizable  

  

15. Colmenar del 
Arroyo 

Reclasificación terrenos 
ZEPA+ modificación 
trazado variante en zona 
ZEPA 

  

16. Colmenarejo Reclasificación zonas de 
alto valor natural 

  

17. Daganzo Reclasificación terrenos 
ZEPA (modificado 
posteriormente) 

  

18. El Atazar -   
19. El Escorial -   
20. Fuenlabrada Reducción plazo ip   
21. Garganta de los 
Montes* 

Reclasificación de todo 
el término que no es 
forestal 

  

22. Gargantilla del 
Lozoya 

Construcción de 
viviendas en SP (en 
base al PORN) 

  

23. Galapagar Reclasificación de 
terrenos protegidos 

  

24. Guadarrama 1º 
fase 

No se adecua a la LSCM   

25. Guadarrama 2º 
fase 

Reducción plazo i.p   

26. Las Rozas Reclasificación de 
montes protegidos. 
Documentación 
incompleta 

  

27. Lozoyuela+ 5 
convenios 

Los convenios no 
cumplen con lo 
establecido en la LSCM.  

  

28. Miraflores  Reclasificación suelo 
forestal protegido 

  

29. Montejo de la sierra Reducción plazo ip   
30. Moralzarzal Reclasificación terrenos 

protegidos, y 
desclasificación de  
MUP 

  

31. Móstoles Inadecuada clasificación 
del SP  

  

32. Navalcarnero Inadecuada clasificación 
del SP  

  

33. Pinto Inadecuada clasificación 
del SP 

  

34. Piñuecar Reclasifica el 50% del   
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termino 
35. Puentes Viejas Reclasifica el 48% del 

término 
  

36. Rascafría -   
37. S. Lorenzo Escorial Reclasifica terrenos con 

yacimientos  
arqueológicos 

  

38. Soto del Real Inadecuada clasificación 
del SP 

  

39. Sta. Mª Alameda Inadecuada clasificación 
del SP 

  

40. Tielmes Inadecuada clasificación 
del SP 

  

41. Torrelodones 1ª 
fase 

Reclasifica terrenos que 
cuentan con informe 
negativo de 2003  

  

42. Torremocha del 
Jarama 

Múltiples irregularidades   

43. Valdemorillo + 5 
convenios 

Presunta ilegalidad de 
los convenios y del plan 
general 

  

44. Valdetorres del 
Jarama 

Reclasifica terrenos 
ZEPA 

  

TOTAL                      44              +                14              =  58 
OTROS    
PORN Sierra 
Guadarrama. 
(Aprobado en la 
Comisión de MA de la 
Asamblea de Madrid 
con los únicos votos 
favorables del PP. Está 
pendiente de 
aprobación definitiva y 
publicación en BOCM) 

Afecta a 37 municipio y 
permite la vivienda en 
SP, elimina el 
procedimiento de 
calificación urbanística, 
agiliza la reclasificación 
de terrenos clasificados 
como no urbanizable 
protegido. 

  

* Planeamientos redactados por la Dirección General de Urbanismo de la Consejería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio de la CM. 

Ecologistas en Acción  9 



2.3. Conclusión 
 
El talante permisivo desplegado durante toda la legislatura por la Consejería de Medio Ambiente y 
Ordenación del Territorio, ha favorecido la impunidad de las irregularidades urbanísticas en la región. 
Hay que tener en cuenta que de 15 inspectores urbanístico con que contaba Disciplina Urbanística, 
ahora sólo hay dos. Dos personas que deben inspeccionar lo que sucede en 179 municipios.  
 
De la misma forma los enfrentamientos entre los Agentes Forestales y la Consejería de Medio 
Ambiente han sido muy frecuentes en estos últimos años, llegando a prohibirles interponer denuncias 
ante juzgados y Fiscalía. 
 
Es decir, en ningún caso, la administración autonómica ha mostrado interés por frenar los abusos 
urbanísticos de muchos Ayuntamientos ni por dinamizar un urbanismo racional en la Región. Al 
contrario, desde la CM se han impulsado proyectos especulativos y se han emitido informes para 
desbloquear algunas actuaciones desproporcionadas. 
 
A pesar del interés mostrado por las administraciones competentes por sacar adelante proyectos 
urbanísticos desmedidos, la actividad social en Madrid se ha incrementado. De esta forma 
Ecologistas en Acción y otros colectivos ecologistas y vecinales, han realizado una constante labor 
denuncia. Así, ninguno de los planes que se han iniciado han podido ser aprobados definitivamente. 
Muchos de ellos por plantear reclasificaciones sobredimensionadas y otras por incurrir en ilegalidades 
que al haberse puesto de manifiesto en alegaciones y denuncias han bloqueado la aprobación 
definitiva. 
 
La mayoría de las denuncias se han interpuesto por incumplimiento de la Ley del Suelo en vigor, por 
ello se hace IMPRESCINDIBLE modificarla y dar vía libre a planeamientos y proyectos denunciados. 
 
En otros casos han sido los informes negativos de la CHT los que han impedido sacar adelante 
diversos planeamientos.  
 
Con la nueva Ley lejos de resolver los graves problemas urbanísticos de la región y favorecer la 
reducción del precio de la vivienda se eliminan los obstáculos legales que han frenado la aprobación 
de importante reclasificaciones de terreno. 
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3. VALORACIÓN DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS URGENTES DE MODERNIZACIÓN DEL 
GOBIERNO Y LA ADMINITRACIÓN DE LA COMUNIDAD DE MADRID 
 
 
3. 1. Resumen 
 
La Ley de Medidas Urgentes de Modernización del Gobierno y la administración de la CM, consta de 
21 artículos, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y una disposición final. Esta ley 
poco o nada tiene de modernización y mucho de urgencia en su aprobación. Sin embargo, poco o 
nada de su contenido justifica la urgencia con que pretende tramitarse, 20 días, desde el 5 de julio 
que se aprobó en el Consejo de Gobierno hasta el 25 de julio que pretende aprobarse.  
 
De los 21 artículos, 9 artículos, del 10 al 18 afectan directamente a la Ley del Suelo vigente, al 
modificar su articulado. Pero además, afectan de forma indirecta a la actividad urbanística los 
artículos 4 (celebración de convenios por el Consejo de Gobierno), el artículo 9 (requerimiento de 
autorización judicial para que los agentes forestales accedan a montes o terrenos forestales de 
titularidad privada), el artículo 19 (declaración de utilidad pública de las obras hidráulicas), el artículo 
21 declaración de utilidad pública de las obras de soterramiento de las líneas eléctricas) y la 
Disposición derogatoria 1 (eliminación del carácter de policía administrativa especial de los agentes 
forestales). 
 
El pasado jueves 5 de julio la Comunidad de Madrid hizo público un comunicado en el que se 
afirmaba que la modificaciones introducidas en la Ley de Medidas Urgentes incrementarían la 
transparencia y la participación. Mediante la misma norma se afirma que se incrementaría la 
seguridad en la legalidad urbanística al eliminar dos figuras muy denostadas, la del agente 
urbanizador y el convenio. 
 
Tras un análisis detallado del contenido de la Ley las conclusiones son diametralmente opuestas a la 
información que ha difundido el Gobierno regional. El contenido de la nueva Ley no  justifica la 
urgencia con la que se está tramitando, tampoco incluye ninguna medida de modernización. Sin 
embargo reduce la participación ciudadana en el procedimientos de elaboración de planeamientos 
urbanísticos, elimina la obligación de solicitar informes a la Confederación Hidrográfica del Tajo, 
permite la construcción de viviendas en suelo protegido, elimina el carácter de agentes de la autoridad 
de los Agentes Forestales, invade competencias estatales e incumple el Estatuto de Autonomía de la 
Comunidad de Madrid y amplia normativa de carácter básico (Ley de Aguas, Ley de Montes, Ley de 
Suelo, Ley de Evaluación de Planes y Programas y Ley del sector Eléctrico). Por tanto, la nueva Ley 
resultaría claramente inconstitucional. 
 
Una cuestión muy grave a resaltar es que la nueva Ley está redactada para desbloquear algunos 
proyectos urbanísticos iniciados durante la legislatura pasada incumpliendo la Ley del Suelo en vigor. 
Ante las denuncia presentadas por  diversos colectivos, entre ellos Ecologistas en Acción, el Gobierno 
regional está utilizando la vía legislativa para legalizarlos. Al mismo tiempo elimina el carácter de 
Agente de la Autoridad de los Agentes Forestales lo que elimina, entre otras cosas, el carácter 
probatorio de sus denuncias. Sin duda, la Ley en su conjunto sólo persigue favorecer aún más la 
desregulación del suelo y la permisividad para construir, incluso en suelo protegido. Esta actitud, a 
juicio de Ecologistas en Acción resulta inaceptable en un estado democrático.  
 
Por otro lado y para disfrazar el verdadero contenido de la Ley se incluyen una serie de medidas más 
populistas que efectivas para mejorar la actividad urbanística en la región. Entre ellas cabe destacar 
la eliminación de la figura del Agente urbanizador, una figura que en Madrid no ha arraigado y por 
tanto eliminarla no supone problema. Se eliminan los convenios de planeamiento, pero no los de 
ejecución, con lo que la situación sigue igual. Se reducen a cuatro pisos las alturas de los nuevos 
edificios, una medida que no afecta a las grandes ciudades y que en las pequeñas poblaciones no se 
aplica, etc. 
 
A continuación se hace una exposición resumida del contenido de la Ley en lo referente a la 
repercusiones sobre la actividad urbanística. En el aparatado 5 se detalla artículo a artículo las 
modificaciones introducidas y a qué proyectos denunciados podría favorecer. 
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El artículo 10 de la Ley de Medidas urgentes elimina uno de los plazos de información pública con que 
cuentan los planes generales y de sectorización. Actualmente los ciudadanos pueden alegar en dos 
fases del planeamiento, en el Avance (treinta días) y en la aprobación inicial (un mes). Las 
modificaciones introducidas en este artículo equiparan el Avance con la aprobación inicial, por tanto 
reduce a un sólo plazo de treinta días la participación ciudadana.  
 
Elimina la obligación de someter a información pública las modificaciones puntuales de los planes 
generales. Estas sólo se someterán cuando la superficie afectada supere el 10% del plan. Esta 
medida, por ejemplo, elimina la obligación de someter a información pública la Modificación del PG de 
Alcalá de Henares, modificación muy polémica y que se encuentra paralizada por conculcar varias 
normativas. 
 
Con la implantación del informe de impacto territorial se persigue eliminar la obligación de solicitar 
informes a la Confederación Hidrográfica del Tajo. Actualmente la CHT ha informado negativamente, 
por no justificar la existencia de recursos hídricos para los nuevos desarrollos, la mayor parte de los 
planeamientos que se están revisando en la CM. 
 
El artículo 11, no recoge la necesidad de que los Ayuntamientos publiciten telemáticamente el 
contenido de los planes de ordenación territorial y urbanística. Esta  medida sí se contempla en la Ley 
de Suelo estatal y resulta esencial para facilitar el acceso a la información y participación ciudadana. 
 
El artículo 12 introduce la posibilidad de retirar las competencias urbanísticas a los Ayuntamientos 
que incurran en graves irregularidades. Esta medida más populista que efectista ya existe en la Ley 
de Bases de Régimen Local, sin embargo nunca se ha ejercido. Esta medida y más teniendo en 
cuenta el personalismo con que el Gobierno regional interpreta las normas podría transformarse en 
un arma política contra los Ayuntamientos gobernados por grupos políticos diferentes al autonómico. 
 
El artículo 13, en relación a las limitaciones a cuatro alturas de los edificios no tienen efecto ninguno 
sobre la mejora del modelo urbanístico actual, al contrario podría favorecer la extensión en horizontal 
destruyendo más territorio. En todo caso hay que tener en cuenta que en las grandes ciudades esta 
medida será inaplicable y en los municipios pequeños no se llega a construírsete tipo de 
edificaciones. 
 
El artículo 14 autoriza usos y actividades en el suelo protegido que ahora no permite la Ley del Suelo 
de la CM en vigor. Por ejemplo autoriza la construcción de viviendas. También permite el uso 
hostelero en edificaciones de valor arquitectónico algo que ahora no se contempla. Por ejemplo esta 
medida favorecería la conversión en complejo hostelero en grandes fincas protegidas como las que 
se sitúan entorno a El Escorial. 
 
El artículo 15 elimina competencias a la Comisión de Urbanismo (órgano colegiado en el que 
participan miembros de los tres partidos políticos) en favor del Gobierno regional. También reduce 
competencias al Consejero competente en Ordenación del Territorio. De esta forma el Consejo de 
Gobierno acapara el poder para aprobar o desestimar las mayores actuaciones urbanísticas, incluida 
las del Ayuntamiento de Madrid. 
 
El artículo 16 permite aprobar planes aunque incurran en graves deficiencias o cuenten con informes 
negativos. Esta modificación permitiría aprobar todos los planes que cuentan con informes negativos 
de la CHT, con la única condición de que buscarán los recursos hídricos necesarios para abastecer a 
la nueva población. 
 
El artículo 17 elimina la figura del agente urbanizador. Una medida que prácticamente no ha tenido 
implantación en Madrid y por tanto su eliminación resulta indiferente. 
 
El artículo 18 prohíbe los convenios de planeamiento pero no los de ejecución. Por tanto, los 
Ayuntamientos podrán llegar a acuerdos con empresas o particulares para reclasificar terrenos, sin 
tener que someterlo a información pública. Una vez reclasificados los terrenos podrán firmar 
convenios para desarrollarlos. 
 
Prohibir los convenios de planeamiento y no los de ejecución sólo servirá para incrementar el 
oscurantismo de la actividad urbanística. 
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Por otra parte el artículo 4 autoriza al Gobierno regional a firmar convenios con cualesquiera entidad. 
Por tanto, aunque el Ayuntamiento no firme convenios sí podría hacerlo el gobierno regional con la 
diferencia de que no tienen que dar explicaciones ni someterse a información pública.  
 
El artículo 19 otorga competencias al Canal de Isabel II y a la Consejería de la que depende que la 
Ley de Aguas (estatal) otorga al Ministerio de Medio Ambiente y a las Confederaciones. Así ni el 
Canal de Isabel II ni ninguna Consejería pueden declarar de Utilidad pública obras hidráulicas, 
proceder a su expropiación ni construcción. Estas cuestiones son competencia de la Administración 
Central. 
 
Con esta atribución de competencias, el Gobierno regional pretende llevar a cabo dos embalses en 
Madrid, uno en la Sierra Norte y otro en el sur. La finalidad de estos embalses es abastecer a los 
nuevos desarrollos urbanísticos sin encontrar ningún obstáculo por parte de la Administración central. 
 
El artículo 21, pretende declarar de utilidad pública (UP) el soterramiento de las líneas eléctricas, 
como indica el informe justificativo, para agilizar las actuaciones urbanísticas afectadas por estas 
infraestructuras. 
 
La declaración de UP obligaría a las empresas eléctricas a soterrar las líneas, en lugar de hacerlo los 
promotores que construyan los terrenos reclasificados. Este aspecto resulta muy grave porque 
persigue desbloquear el plan general de Brunete, denunciado, precisamente por no haberse tenido en 
cuenta las líneas de alta tensión que atraviesan varios sectores. 
 
En relación a la amputación de las competencias de agente de la autoridad de los Agentes Forestales 
(AAFF) que se incluyen en el artículo 6 y la disposición derogatoria, van claramente dirigidas a evitar 
las denuncias de este colectivo. Durante la pasada legislatura los AAFF han denunciado numerosas 
actuaciones urbanísticas irregulares. Primero ante la Dirección General de Disciplina pero ante la 
pasividad y retraso en la tramitación de las denuncias, los AAFF optaron por denunciar directamente 
ante los juzgados y la fiscalía. Mediante una nota interna se les prohibió seguir manteniendo esa 
práctica, ahora se eliminan sus competencias para ejercitar su actividad inspectora.  
 
Sin duda estas medidas no favorecen ni incrementan la transparencia, la participación ni la legalidad 
urbanística. 
 
Por último sólo señalar que el artículo 6 legaliza la actividad que algunos altos cargos han 
desempeñado de forma irregular durante la pasada legislatura. 
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3.2. Análisis pormenorizado del articulado de la Ley de Medidas Urgentes que afectan a la 
actividad urbanística. 
 
Para analizar el articulado se han realizado fichas en las que se indica el título, capítulo y nº de la del 
artículo de la nueva Ley. El número del artículo y la ley vigente que se ve afectada. En la columna de 
la izquierda se transcribe el artículo propuesto. En la columna de la derecha se reproduce el 
articulado de la normativa en vigor que se ve modificada o afectada de alguna forma. 
 
El texto en negrita son las modificaciones introducidas en el nuevo artículo. Las partes tachadas 
indica lo que se elimina en el texto en vigor. 
 
Además se incluye un epígrafe que resume las consecuencias y otro sobre comentarios que 
complementan la información. 
 
 

Nº FICHA ASUNTO 
Fichas 1 a 10 Modificación Ley Suelo 
Ficha 11 Obras hidráulicas 
Ficha 12 Líneas eléctricas 
Fichas 14 y 15 Agentes Forestales 
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TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CAPÍTULO I: Estrategia territorial, planeamiento y ordenación del urbanismo en la Comunidad 
de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid  
Nº art. en la nueva Ley: 10 
Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: 56. Modificación y avances de planeamiento. 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art. 10. Se modifican los apartados 2º, 3º y 4º y 
se añade un nuevo apartado 5º. 
 
2. Cuando los trabajos de elaboración de un 
instrumento de planeamiento hayan adquirido el 
suficiente grado de desarrollo, podrán 
formalizarse con la denominación de avance, a 
los efectos que se regulan en este artículo, y con 
el contenido y la documentación que la 
presente Ley exige para la aprobación inicial 
de cada clase de instrumento urbanístico. En 
todo caso, será preceptiva la formalización y 
posterior aprobación del correspondiente avance 
en el proceso de elaboración de los Planes 
Generales y los Planes de Sectorización, sus 
revisiones y las modificaciones puntuales que 
afecten a una superficie superior al 10 por 
ciento del Plan; en todos los demás casos el 
Avance de planeamiento será facultativo. 

3. El procedimiento de aprobación de avances 
del planeamiento estará sujeto a los siguientes 
trámites preceptivos: 

1) de información pública por plazo mínimo de 
treinta días 

2) informe previo de análisis ambiental por la 
Consejería competente en materia de medio 
ambiente, que deberá emitirse en el plazo 
máximo de tres meses.  

3) Informe de Impacto Territorial, que emitirá 
el Consejo de Gobierno a propuesta del 
Consejero competente en materia de 
ordenación del territorio que tiene carácter de 
preceptivo y vinculante para la aprobación del 
Avance. 

El Informe de Impacto Territorial analizará la 
incidencia del Avance sobre el municipio 
afectado y los municipios colindantes, sobre 
las dotaciones y equipamientos, las 
infraestructuras y servicios, las redes 
generales y supramunicipales de transporte, y 
cualesquiera otros aspectos que afecten 

Art.56. Se modifican los apartados 2º, 3º y 4º y 
se añade un nuevo apartado 5º. 
 
2. Cuando los  trabajos de elaboración de un 
instrumento de planeamiento hayan adquirido el 
suficiente grado de desarrollo que permita 
formular los criterios, objetivos y soluciones 
generales de la ordenación, podrán formalizarse 
con la denominación de avance, a los efectos 
que se regulan en este artículo. En todo caso, 
será preceptiva la formalización y posterior 
aprobación del correspondiente avance en el 
proceso de elaboración de los Planes Generales 
y de sus revisiones, así como de los Planes de 
Sectorización; en todos los demás casos el 
avance de planeamiento será facultativo. 

 

3. El procedimiento de aprobación de avances de 
planeamiento estará sujeto a los trámites 
preceptivos de información pública por plazo 
mínimo de treinta días y de informe previo de 
análisis ambiental por la Consejería competente 
en materia de medio ambiente, debiendo emitirse 
este informe en el plazo de tres meses. 
Reglamentariamente podrá, sin embargo, 
ordenarse dicho procedimiento en la medida 
necesaria para asegurar, cuando sean varias las 
Administraciones interesadas o afectadas, una 
suficiente y adecuada intervención de todas 
ellas. 

 

 

 

 

 

 

 

FICHA 1. Modificación del artículo 56 de la Ley del Suelo.”Modificación y Avances del  
Planeamiento”  

Ecologistas en Acción  15 



directa o indirectamente a la estrategia 
territorial de la Comunidad de Madrid. 
 
Para la elaboración del Informe de Impacto 
Territorial, la Consejería competente en 
ordenación del territorio podrá solicitar 
informes adicionales de cualesquiera otras 
Consejerías, organismos y entidades de la 
Comunidad de Madrid. El Informe de Impacto 
Territorial debe emitirse en el plazo máximo de 
seis meses. Transcurrido dicho plazo, sin que 
se haya emitido el Informe, se entenderá 
desfavorable a la aprobación del Avance. 
4. La aprobación de los avances de 
planeamiento sólo tendrá efectos administrativos 
internos y en las relaciones entre las 
Administraciones públicas que hayan intervenido 
en su elaboración.  

En todo caso, el acuerdo del Ayuntamiento de 
aprobación del Avance deberá expresar el 
resultado de los trámites de información pública, 
incluir el informe de análisis ambiental, y el 
informe de impacto territorial y, en particular, la 
incidencia de éste en el contenido del Avance. 

 

 

 

 

 

 

 

 

4. La aprobación de los avances de 
planeamiento sólo tendrá efectos administrativos 
internos y en las relaciones entre las 
Administraciones públicas que hayan intervenido 
en su elaboración. Deberá expresar, en todo 
caso, el resultado de los trámites de información 
pública e informe de la Consejería competente 
en materia de medio ambiente y, en particular, la 
incidencia de éste en el contenido definitivo del 
avance. 

 
 
Consecuencias:  
 
Modificación apartado 2º. Actualmente, durante el procedimiento de elaboración de nuevos planes 
exite dos momentos que, por Ley, el nuevo documento debe someterse a información pública, la fase 
de Avance (treinta días) y la aprobación inicial (un mes). Con las modificaciones introducidas en el 
apartado 2º se equipara el avance a la aprobación inicial, de hecho se establece que el avance 
deberá tener el mismo contenido y documentación que la Ley exige para la aprobación inicial.  
 
Es decir, el Avance como tal desaparece y pasa a denominarse Avance al documento que hasta 
ahora se sometía a la aprobación inicial. O sea se elimina la 1ª fase del procedimiento público aunque 
se mantiene la denominación de ésta.  El resultado final es que se elimina una de los dos fases 
públicas del procedimiento de redacción de un plan general . 
 
Por otra parte, la modificación de este segundo apartado incluye que sólo las modificaciones 
puntuales que afecten a una superficie superior al 10% del plan deberá tener una fase de Avance. Si 
el Avance se equipara con la aprobación inicial, quiere decir que el nuevo texto  permitirá realizar 
modificaciones puntuales del planeamiento sin someterlas a información pública.  Hasta ahora la Ley 
del Suelo vigente establece que todas las modificaciones puntuales deben someterse al mismo 
procedimiento que los planes generales, es decir, deben contar con avance y aprobación inicial. 
 
Modificación apartado 3º. En el apartado 3º se suprime el último párrafo actual. Al eliminar este 
texto se deja sin efecto la posibilidad de consultar a administraciones que no sean de la Comunidad 
de Madrid (CM). Por ejemplo la Confederación Hidrográfica del Tajo (CHT) que viene emitiendo 
informes negativios a una gran parte de los planeamientos que se están revisando en la CM, no sería 
consultada. 
 
Por otra parte, en este apartado, se incluye la obligatoriedad de realizar un informe de impacto 
territorial que emite el Consejo de Gobierno. De esta forma, por un lado, se quitan   competencias a la 
Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio (Consejería de MA y OT) que pasan al 
Consejo de Gobierno. Es importante indicar que al no existir ESTRATEGIA TERRITORIAL en la CM 
se desconocen los criterios que utilizará el Gobierno regional para emitir informes favorables o 
desfavorables a los diferentes planeamientos.   
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Es evidente que este informe pretende cerrar cualquier posibilidad de intervención de la CHT o el de 
cualquier otra administración pública estatal al quedar excluidas totalmente de participar en su 
elaboración. Así se recoge en el último párrafo del apartado 3 donde se establece que sólo se pedirán 
informes a organismos y entidades de la Comunidad de Madrid. 
 
Hay que indicar que esta modificación va en contra de la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación 
de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente (estatal). Esta Ley 
establece en los artículos 5, 7 y 10 la consulta a las Administraciones públicas implicadas. Esto 
supone que independientemente del ámbito competencial (estatal, autonómico o local) deberán ser 
consultadas todas las administraciones implicadas y la CHT es administración pública implicada. 
Estos artículos se consideran legislación básica y por tanto son de obligado cumplimiento por la CM. 
 
En este mismo sentido se expresa la Directiva 2001/42/CE, de 27 de junio de 2001, relativa a la 
evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente 
 
 
Modificación apartado 4º. Este apartado viene a confirmar el intento de equiparar la fase de Avance 
con la de aprobación inicial. Así el apartado se ha modificado de tal forma que se identifica 
claramente con el actual artículo 57.a) de la Ley del Suelo en vigor y que corresponde a la aprobación 
inicial. Así, en el paratado 4º se produce la sustitución de el Avance por el Acuerdo del Ayuntamiento 
para incluir la correspondiente información relativa al periodo de información pública, informe 
ambiental, etc. La parte del apartado 57.a) de la actual Ley del Suelo y que se refiere al procedimiento 
de aprobación de Planes generales dice textualemnte: 
“El acuerdo de aprobación inicial deberá expresar la adecuación o no de la documentación del Plan al 
avance previamente aprobado, indicando, en su caso y con precisisón, las variaciones introducidas”. 
 
 
Modificación apartado 5º. No existeapartado 5º, aunque en el texto se indica que se incluye . 
 
 
Comentarios: Desde el inicio de la pasada legislatura el Gobierno regional ha manisfestado su 
intención de eliminar uno de los dos periodos de información pública en el procedimiento de redacción 
de planeamientos urbanísticos. Ya se intentó con el anteproyecto de Ley elaborado durante la 
Dirección de Enrique Porto Rey. Sin embargo, las críticas impidieron que se llegara a aprobar dicha 
Ley.  
 
Ahora, nos encontramos ante un nuevo intento de eliminar uno de los periodos de información pública 
utilizando una Ley de tramitación urgente y en pleno periodo estival  y que en definitiva va en contra 
de la participación y la transparencia en la redacción del planeamiento urbanístico.  
 
Otra modificación muy grave, por ir en la misma línea, de reducir el derecho de participación 
ciudadana es la modificación que se pretende aprobar en relación  a las modificaciones puntuales. 
Actualemnte el artículo 69 de la ley del Suelo establece que cualquier modificación puntual, sea cual 
sea su alcance, deberá seguir el mismo procedimiento de aprobación que el plan general. Sin 
embargo el proyecto de Ley pretende que sólo las modificaciones puntuales que afecten a una 
superficie del 10% del plan sea preceptiva la formalización del Avance. Como la Ley no permite que 
mediante modificaciones puntuales se proceda a reclasificaciones de suelo, el ámbito de afección de 
las modificaciones puntuales suele ser muy pequeño, en relación a la superficie que afecta un plan. Si 
esta circusntancia se enlaza con las modificaciones introducidas en el artículo 61, donde será el 
Consejo de Gobierno  quien apruebe definitivamente las modificaciones puntuales, eso quiere decir 
que prácticamente la totalidad de las modificaciones puntuales serán aprobadas directamente por el 
Gobierno regional sin pasar por ningún proceso de información pública.  
 
ES MUY IMPORTANTE SEÑALAR QUE ESTA MEDIDA PODRÍA BENEFICIAR LA MODIFICACIÓN 
PUNTUAL DEL PLAN GENERAL DE ALCALÁ DE HENARES POR EL QUE SE PRETENDE 
AUTORIZAR LA CONSTRUCCIÓN DE UN COMPLEJO DE GOLF EN LA FINCA AGRARIA EL 
ENCÍN. Esta modificación iniciada hace un año está pendiente de aprobación definitiva. 
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FICHA 2. Se introduce un nuevo artículo en la Ley del Suelo sobre “información pública”  

 
TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CAPÍTULO I: Estrategia territorial, planeamiento y ordenación del urbanismo en la Comunidad 
de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid  
Nº art. en la nueva Ley: 11 
Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: nueva inclusión en artículo 56, tomando parte del 
articulado de la Ley 8/2007 de Suelo (estatal) 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art. 11. Se introduce un nuevo artículo 56 bis  
 
 Los Ayuntamientos acordarán las medidas 
necesarias para garantizar la transparencia, 
difusión y divulgación suficiente entre todos los 
vecinos, de la apertura de los plazos de 
información pública y de exposición de los 
Avances, Planes e instrumentos urbanísticos que 
vayan a ser objeto de tramitación y aprobación.   
 
En la documentación que se someta a 
información pública deberá incluirse, además de 
la exigible para cada clase de instrumento 
urbanístico, un resumen ejecutivo expresivo, en 
primer lugar, de la delimitación de los ámbitos en 
los que la ordenación proyectada altera la 
vigente, con un plano de su situación, y alcance 
de dicha alteración; y en segundo lugar, en su 
caso, de los ámbitos en los que se suspendan la 
ordenación o los procedimientos de ejecución y la 
duración de dicha suspensión.  
 
Los Ayuntamientos adoptarán las medidas 
necesarias para la publicidad telemática del 
anuncio de sometimiento a información pública. 
 

Art. 56 bis. No existe  actualmente en la Ley 
del Suelo de Madrid (aunque en el artículo 
3.d) ya se recogen los derechos de 
participación e información del ciudadano 
en materia urbanística), pero sí en la Ley 
8/2007, de 28 de mayo, de Suelo. 

ADEMÁS ESTE ARTÍCULO NO RECOGE LA 
OBLIGACIÓN, QUE SÍ SE RECOGE EN LA 
LEY ESTATAL (Art. 11.3), DE  IMPULSAR LA 
PUBLICIDAD TELEMATICA DEL 
CONTENIDO DE LOS INSTRUMENTOS DE 
ORDENACIÓN TERRITORIAL Y 
URBANÍSTICA 

 

 
 
Consecuencias: Este artículo recoge la obligación, contemplada en la Ley de Suelo estatal, de incluir 
un resumen entre la documentación que se exponga a información pública para facilitar la consulta a 
los ciudadanos. Sin embargo, omite cualquier mejora en la publicidad telemática de los contenidos de 
los planes de ordenación y urbanístico, uno de los mayores problemas con los que se encuentra 
cualquier ciudadano que quiera consulta documentación urbanística. En concreto el art. 11.3 de la ley 
de Suelo estatal dice “ Las Admisnitracuiones Pública competentes impulsarán la publicidad 
telemática del contenido de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística en vigor, así como 
el anuncio de su sometimiento a información pública.”  
 
Como puede comprobarse el artículo introducido en la Ley del Suelo de Madrid ha cercenado la frase 
que aparece subrayada y que se recoge en el texto estatal. 
 
Comentarios: Se refleja con claridad que la CM no busca la mejora de los derechos de participación 
de los ciudadanos en el procedimientos urbanístico, incluye lo que es una obligación estatal, pero no 
mejora el acceso telemático al contenido de los planes. Hay que recordar que la falta de transparencia 
en los procedimeintso de elaboración de los planeamientos en la CM es una constante. 
 

Ecologistas en Acción  18 



 
 
 
 
 
 

FICHA 3. se introduce un nuevo artículo sobre retirada de competencias urbanísticas a los 
municipios  

 
TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
 
CAPÍTULO I: Estrategia territorial, planeamiento y ordenación del urbanismo en la Comunidad 
de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid  
Nº art. en la nueva Ley: 12 
Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: nueva inclusión en artículo 63 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art. 12. Se introduce un nuevo artículo  63  en 
el ejercicio de las competencias urbanísticas. 
 
En los casos de grave incumplimiento por los 
municipios en el ejercicio de competencias 
urbanísticas que impliquen una manifiesta 
afectación a la ordenación del territorio y 
urbanismo, competencia de la Comunidad de 
Madrid, el Consejo de Gobierno, con audiencia al 
municipio afectado, dictamen del Consejo de 
Estado u órgano consultivo autonómico, y previo 
informe favorable de la Asamblea de Madrid, 
podrá atribuir a la Consejería competente en 
estas materias el ejercicio de las competencias 
de planeamiento que corresponde al los 
municipios conforme a lo dispuesto en el presente 
Capítulo V. El Acuerdo del Consejo de Gobierno 
delimitará el ejercicio de dicha potestad necesario 
para restablecer y garantizar las competencias 
afectadas, las condiciones para llevarlo a cabo, 
con la intervención del municipio en los 
procedimientos que se tramiten en la forma que 
se prevea en el mismo Acuerdo, y el plazo de 
atribución, que en ningún caso será superior a 
cinco años desde su adopción. 
 

Art. 63 bis. No  existe, AUNQUE ESTA 
POSIBILIDAD YA SE CONTEMPLA EN EL 
ARTÍCULO 60 DE LA LEY DE BASES DE 
RÉGIMEN LOCAL Y EN EL ARTÍCULO 116 
DE LA LEY 2/2003 DE ADMINSITRACIÓN 
LOCAL DE LA CM.  

 

.  

 
 
Consecuencias: este artículo se limita a recoger lo que ya establecen el artículo 60 de la ley de 
Bases de Régimen Local (LBRL) y el artículo 116 de la Ley 2/2003, de 11 de marzo, de 
Administración Local de la Comunidad de Madrid.   
 
En concreto el artículo 60 de la LBRL dice: “Cuando una entidad local incumpliera las obligaciones 
impuestas directamente por la Ley de forma que tal incumplimiento afectará al ejercicio de 
competencias de la Administración del Estado o de la Comunidad Autónoma, y cuya cobertura 
económica estuviere legalmente o presupuestariamente garantizada, una u otra, según su respectivo 
ámbito competencial, deberá recordarle su cumplimiento concediendo al efecto el plazo que fuere 
necesario. Si, transcurrido dicho plazo, nunca inferior a un mes, el incumplimiento persistiera, se 
procederá a adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de la obligación a costa y en 
sustitución de la entidad local”  
 
Por su parte el Artículo 116 de la Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la 
Comunidad de Madrid, dice:  
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“1. En el caso de que las Entidades Locales no ejerzan las competencias o no presten los servicios a 
los que por Ley vienen obligadas, cuando su financiación esté legalmente garantizada y dicho 
incumplimiento afecte al ejercicio de las competencias de la Comunidad de Madrid, ésta podrá 
subrogarse en su ejecución, previo requerimiento expreso a la Entidad Local correspondiente y 
transcurrido el plazo concedido al efecto que fuera necesario, que no podrá ser inferior a un mes”.  
 
Es decir, la CM siempre ha contado con competencias para retirar las competencias urbanísticas a 
los Ayuntamientos que incurran en graves irregularidades 
 
Comentarios: Hasta la fecha y apesar de que la CM tenía competencias en esta materia nunca las 
ha ejercido, a pesar de la graves irregularidades cometida en algunos Ayuntamientos. En todo caso la 
decisión del Consejo de Gobierno debería estar avalada por informes técnicos de la Consejería 
competente en Ordenación del Territorio. De otro modo esta iniciativa podría convertirse en un arma, 
más política que urbanística, contra ayuntamientos gobernados por grupos políticos no coincidentes 
con los del Gobierno regional. 
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FICHA 4. Modificación del artículo 39 de la Ley del Suelo en relación con las alturas de los 
edificios. 

 
TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
 
CAPÍTULO I: Estrategia territorial, planeamiento y ordenación del urbanismo en la Comunidad 
de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid  
Nº art. en la nueva Ley: 13 
Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: nueva inclusión en artículo 39 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art. 13. Se introduce un apartado 8º en el 
artículo 39 con la siguiente redacción: 
 
8.- No podrá edificarse con una altura superior a 
tres plantas más ático, incluida la baja, plantas 
retranqueadas y semisótanos que sobresalgan 
más de un metro, de manera que la edificación 
resultante no exceda de dichas tres plantas más 
ático en todos y cada uno de los puntos del 
terreno, sin perjuicio de las demás limitaciones 
que sean aplicables. 
 
No obstante lo anterior, los Ayuntamientos podrán 
autorizar la construcción de edificios singulares 
con una altura superior a la indicada en el párrafo 
primero, cuando concurran circunstancias 
especiales debidamente apreciadas y motivadas. 
Cuando esta autorización suponga la 
modificación del planeamiento vigente, será 
preciso el informe previo y favorable de la 
Comisión de Urbanismo de Madrid. 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
Régimen transitorio del artículo 14 en relación 
con la altura de los edificios 
Lo dispuesto en el artículo 14 sólo resulta de 
aplicación a los Planes Generales y de 
Sectorización que no hayan superado el trámite 
de Aprobación Provisional antes de la entrada en 
vigor de la presente Ley. 
 
Los Planes Generales y de Sectorización que 
hayan superado el trámite de Aprobación se 
regirán por la normativa anterior. 
 

Art. 39. No existe este apartado 

 
 
Consecuencias: Se trata de una medida dífilmente aplicable y que nada tiene que ver con una 
mejoría del modelo urbanístico en la Región. Al contrario, el limitar las alturas en zonas de bajo 
impacto como puedan ser las grandes ciudades, supondrá la extensión de la ciudad en horizontal, un 
mayor incremento de la superficie de suelo ocupada y, por tanto, mayor destrucción territorial.  
 
Comentarios: Parece evidente que esta medida tiene un fuerte contenido populista pero escasa 
lógica urbanística. En la mayoría de los casos de las grandes ciudades, los Ayuntamientos se 
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acogerán a la designación de edificios singulares. Si lo que se busca es una mejoría en el diseño de 
nuestras ciudades lo lógico sería redactar directrices territoriales diferenciando el ámbito geográfico, 
paisajístico, las características de la arquitectura tradicional de cada zona  y teniendo en cuenta los 
valores naturales. Así se podría delimitar no sólo las alturas sino la ocupación territorial, la tipología de 
las viveindas, etc. El impacto, en ocasiones es mucho mayor, el de las viviendas unifamiliares en 
hilera que el de bloques de pisos que superan las cuatro alturas. 
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TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CAPÍTULO I: Estrategia territorial, planeamiento y ordenación del urbanismo en la Comunidad 
de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid  
Nº art. en la nueva Ley: 14 
Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: nueva inclusión en artículo 29. Régimen de suelo no 
urbanizable de protección (construcciones e instalaciones permitidas en suelo protegido) 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art. 14. Se modifican el primer párrafo y las 
letras a) y f) del apartado tercero del artículo 
29, que tendrá la siguiente redacción: 
 
3.- Previa comprobación de la calificación 
urbanística, los Ayuntamientos podrán 
autorizar en los suelos rurales dedicados al 
uso agrícola, ganadero, forestal o cualquier 
otro vinculado a la utilización racional de los 
recursos naturales, por ser de interés público 
o social, por su contribución a la ordenación y 
el desarrollo rurales o porque hayan de 
emplazarse en el medio rural las siguientes 
construcciones e instalaciones con los usos y 
actividades correspondientes:  
 
a) Las de carácter agrícola, forestal, cinegético o 
análogos, así como las infraestructuras 
necesarias para el desarrollo y realización de las 
actividades correspondientes. Los usos agrícolas, 
forestales, cinegéticos o análogos, que deberán 
ser conformes en todo caso con su legislación 
específica, comprenderán las actividades, 
construcciones o instalaciones necesarias para 
las explotaciones de tal carácter, incluidas las de 
elaboración de productos del sector primario, así 
como el accesorio de vivienda. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
f) La rehabilitación para su conservación, incluso 
con destino residencial y hostelero, de edificios 
de valor arquitectónico, aun cuando se 
encontraran en situación de fuera de ordenación, 
pudiendo excepcionalmente incluir las obras de 
ampliación indispensables para el cumplimiento 

Art. 29. Régimen de Suelo no Urbanizable 
protegido 

3. Previa calificación urbanística y dentro de los 
límites del número 1 de este artículo, el 
planeamiento regional territorial o el 
planeamiento urbanístico podrán prever, en el 
suelo no urbanizable de protección de la letra b) 
del número 1 del artículo 16, las siguientes 
construcciones e instalaciones con los usos y 
actividades correspondientes

 

 

a) Las de carácter agrícola, forestal, cinegético o 
análogos, así como las infraestructuras 
necesarias para el desarrollo y realización de las 
actividades correspondientes. Los usos 
agrícolas, forestales, cinegéticos o análogos, que 
deberán ser conformes en todo caso con su 
legislación específica, comprenderán las 
actividades, construcciones o instalaciones 
necesarias para las explotaciones de tal 
carácter, incluidas las de elaboración de 
productos del sector primario, y deberán guardar 
proporción con la extensión y características de 
dichas explotaciones, quedando vinculadas a 
ellas y a las superficies de suelo que les sirvan 
de soporte. 

Los usos a que se refiere este número, podrán 
ser autorizados con el accesorio de vivienda, 
cuando ésta sea necesaria para el 
funcionamiento de cada explotación e instalación 

 

f) La rehabilitación para su conservación, incluso 
con destino residencial, de edificios de valor 
arquitectónico, aun cuando se encontraran en 
situación de fuera de ordenación, pudiendo 
excepcionalmente incluir las obras de ampliación 

FICHA 5. Modificación del artículo 29 de la Ley del Suelo. “Régimen de las actuaciones en 
suelo no urbanizable de protección “ 
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de las condiciones de habitabilidad. 
 
2.- Se añade un apartado cuarto al artículo 29, 
con la siguiente redacción:  
 
4.- Así mismo, los Ayuntamientos podrán 
autorizar instalaciones de carácter deportivo 
en los suelos rurales destinados a usos 
agrícolas. 

indispensables para el cumplimiento de las 
condiciones de habitabilidad. 

 

 
 
Consecuencias:  
 
Modificación apartado 3º. El artículo 29, en su redacción actual, diferencia las construcciones e 
instalaciones a permitir en suelo protegido dependiendo de que esté protegido por alguna Ley 
sectorial o por el planeamiento general. Así es mucho más restrictivo en el caso del suelo protegido 
por Ley y sólo en el suelo protegido por el planeameinto general y, tras pasar un procedimiento de 
calificación urbanística (competencia de la CM), se permite una serie de construcciones e 
instalaciones. 
 
Con la modificación propuesta se elimina en su totalidad la redacción actual y se sustituye por una 
nueva. Esta modificación se argumenta en base a la adpatación a la Ley 8/2007 de Suelo estatal. La 
redacción propuesta elimina la diferenciación entre el suelo protegido por Leyes sectoriales y por 
planeamiento. Es decir, las construcciones que ahora la Ley SOLO PERMITE EN EL SUELO 
PROTEGIDO POR EL PLANEAMIENTO, con la nueva redacción pasan a ser permitidas en el suelo 
protegido por leyes sectoriales. 
 
Es muy importante señalar que la modificación propuesta se argumenta necesaria para adaptar la Ley 
del Suelo de Madrid a la Ley de Suelo estatal. Sin embargo la redacción recorta sutilmente el 
articulado de la norma estal, al obviar incluir lo que en ese texto se califica de carácter excepcinal y 
por el procedimeinto y con las condiciones previstas en la legislación de ordenación territorial para 
permitir construcciones en suelo protegido. Concretamente el texto estatal dice en el segundo párarfo 
del artículo 13.1: “Con carácter excepcional y por el procedimiento y con las condiciones prevsitas en 
la legislación de ordenación territorial y urbanística, podrán legitimarse actos y usos específicos que 
sean de interés público o social por su contrbución a la ordenación y el desarrollo rurales o porque 
hayan de emplazarse en el medio rural”.  
 
Como puede comprobarse se han tomado algunas experesiones de la redacción estatal para 
desregular y flexibilizar las actuaciones en suelo protegido. La redacción es confusa y genérica, de tal 
forma que introduce conceptos indefinidos bajo los cuales se podría aprobar casi cualquier 
construcción. La redacción original es mucho más concreta. De esta forma con la nueva construcción 
podría legalizarse, por ejemplo, el hotel de cuatro estrellas que Bustarviejo pretende construir en 
suelo no urbanizable protegido por su interés ecológico y paisajístico. Actualmente, aunque cuenta 
con Declaración de Impacto Positiva su autorización no se ajustaría a la Ley del suelo en vigor. 
 
Modificación del subapartado a). También recurriendo a una redacción confusa se pemite la 
construcción de la vivienda unifamiliar aislada bajo la denominación de accesorio de vivienda. Se 
puede comprobar como la redacción original del aparatdo a) resulta mucho más restrictiva que la 
actual. Para construir una vivienda en suelo protegido debe estar vinculada a la explotación, esa 
obligación desaparece en la nueva redacción. 
 
Modificación del subapartado f). En este apartado se incluye el uso hostelero, algo que hasta ahora 
no estaba permitido ya que la Ley reduce este uso al suelo urbanizable sectorizado y no sectorizado 
pero no al protegido. Ecologsitas en Acción tiene denunciadas algunas actuaciones que quedarían 
desbloqueadas de aprobarse esta redacción (por ejemplo la construcción de un hotel de cuatro 
estrellas en un antiguo edificio que fue refugio, en un monte público protegido en Cercedilla. 
Igualmente se favorecería la instalación de complejos hosteleros en fincas históricas protegidas, por 
ejemplo las existentes en El Escorial. 
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Inclusión del apartado 4º. Con la inclusión de este artículo se autoriza a los Ayuntamientos, sin 
trámite previo de calificación urbanística a aprobar instalaciones deportivas (lease campos de golf) en 
suelo protegido por valores agrícolas. De esta forma, por ejemplo, se desbloquearía otra de las 
grandes actuaciones denunciadas por Ecologsiats en Acción como es la construcción de un complejo 
de golf en la finca agrícola El Encín en Alcalá de Henares. 
 
 
Comentarios: El artículo 29 de la Ley del Suelo ha sido desde la aprobación de la Ley vigente,  el 
caballo de batalla del sector inmobiliario. Ya en la redacción del Proyecto de la Ley actual se intentó 
autorizar la construcción de vivienda unifamiliar aislada en suelo protegido. Sin embargo, y por 
unanimidad de los tres grupos políticos de la Asamblea de Madrid se aprobó una enminda de IU que 
solicitaba la retirada del subaparatdo que permitía la vivienda en suelo protegido. Desde la llegada al 
gobierno regional de Esperamza Aguirre se ha intentado modificar esta prohibición, unas veces de 
forma oficiosa y otras oficial. En el primer caso hay que tener en cuenta que Ecologistas en Acción ha 
denunciado numerosos casos en los que aprovechando la revisión del Plan General se autoriza la 
vivienda en suelo protegido. Algunas de estas denuncias se han presentado por escrito dirigidas al 
Exconsejero de MA y OT, Mariano Zabía. El PORN de la Sierra de Guadarrama, es otro documento 
de ordenación territorial que permite la construcción de vivienda en suelo protegido. Este documento 
no ha sido aprobado definitivamente, a juicio de Ecologistas en Acción, porque conculca  la actual Ley 
de Suelo, entre otras normativas.  
 
De forma oficial, el Gobierno regional intentó autorizar la vivienda en suelo protegido en el 
anteproyecto de Ley que fue aprobado por el Gobierno Regional y elaborado con la Participación del 
ExDirector de Urbanismo, Enrique Porto Rey. En esa ocasión, ante las numerosas críticas, el 
proyecto de Ley no salió adelante. 
 
Ahora en este nuevo proyecto de Ley y usando una redacción confusa se vuelve a intentar autorizar 
la vivienda en suelo protegido. De aprobarse esta ley se desbloquearían gran número de 
planeamientos que ahora conculcan la ley de Suelo en vigor, además del PORN de la Sierra de 
Guadarrama. 
 
Ecologistas en Acción considera muy grave la modificación propuesta por el impacto negatico que 
tendrá sobre el suelo protegido de la Región y porque va buscando la legalización de planes y 
actuaciones urbanísticas que ahora misma no son legales. Es muy grave que un Gobierno regional, 
se ponga al servicio de la destrucción del territorio elaborando leyes que desbloquean la protección, 
actuaciones ilegales y especialmente confundiendo a los ciudadanos. 
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TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CAPÍTULO I: Estrategia territorial, planeamiento y ordenación del urbanismo en la Comunidad 
de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid  
Nº art. en la nueva Ley: 15 
Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: Art. 61. Organos competentes para la aprobación 
definitiva  
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art. 15. Se modifican los tres primeros 
apartados del artículo 61: 
 
 
 
1.- Corresponde al Consejo de Gobierno de la 
Comunidad de Madrid, previo informe de la 
Comisión de Urbanismo, la aprobación definitiva 
de todos los Planes Generales y de Sectorización 
y sus revisiones, así como la aprobación de las 
modificaciones que correspondan a municipios 
con población de derecho superior a 15.000 
habitantes. 
 
 
 
 
 
 
2.- Corresponde al Consejero competente en 
materia de ordenación urbanística, previo informe 
de la Comisión de Urbanismo, la aprobación 
definitiva de las modificaciones de Planes 
Generales y de Planes de Sectorización que 
correspondan a municipios con población de 
derecho inferior a 15.000 habitantes. 
 
 
 
 
 
3.- La Comisión de Urbanismo de Madrid será el 
órgano competente para la aprobación definitiva 
de los siguientes instrumentos de planeamiento 
urbanísticos: 
 
a) Los Planes Parciales y Especiales, así como 
sus modificaciones, en la medida en que no estén 
atribuidos a la competencia municipal. 
b)Los Planes Especiales y sus modificaciones, 
que tengan por objeto la ordenación de 
infraestructuras, equipamientos y servicios 
públicos que corran a cargo de la Comunidad de 
Madrid. 

Art. 61. Organos competentes para la 
aprobación definitiva 

 

1. El Gobierno de la Comunidad de Madrid, previo 
informe de la Comisión de Urbanismo, será el 
órgano competente para acordar la aprobación 
definitiva de los Planes Generales y de los Planes 
de Sectorización, así como sus modificaciones y 
revisiones, cuando supongan cualquier alteración 
de las determinaciones relativas a las redes 
supramunicipales de infraestructuras, 
equipamientos y servicios públicos, así como 
cuando se produzca una disminución dentro de 
un ámbito de actuación, sector, unidad de 
ejecución o en el término municipal de las zonas 
verdes o espacios libres. 

2. Al Consejero competente en materia de 
ordenación urbanística, previo informe de la 
Comisión de Urbanismo, le corresponderá 
resolver sobre la aprobación definitiva de los 
Planes Generales y de los Planes de 
Sectorización, así como sus modificaciones o 
revisiones, cuando correspondan a municipios 
con población de derecho igual o superior a 
50.000 habitantes, salvo en los supuestos 
reservados a la competencia del Gobierno de la 
Comunidad de Madrid. 

3. La Comisión de Urbanismo de Madrid será el 
órgano competente para la aprobación definitiva 
de los siguientes instrumentos de planeamiento 
urbanísticos: 

a. Los Planes Generales y los Planes de 
Sectorización, así como sus modificaciones o 
revisiones, cuando correspondan a municipios 
con población de derecho inferior a 50.000 
habitantes, salvo los supuestos reservados a la 
competencia del Gobierno de la Comunidad de 
Madrid. 

FICHA 6. Modificación del artículo 61 de la Ley del Suelo. “ Órganos competentes para la 
aprobación definitiva”   
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c) Los Catálogos de bienes y espacios protegidos 
y sus modificaciones. 

b. Los Planes Parciales y Especiales, así como 
sus modificaciones, en la medida en que no estén 
atribuidos a la competencia municipal. 

 

c. Los Planes Especiales y sus modificaciones, 
que tengan por objeto la ordenación de 
infraestructuras, equipamientos y servicios 
públicos que corran a cargo de la Comunidad de 
Madrid. 

d) Los Catálogos de bienes y espacios protegidos 
y sus modificaciones. 

 
 
Consecuencias: El Consejo de Gobierno acapara las competencias para aprobar definitivamente los 
grandes planeamientos, (planes generales, planes de sectorización y sus revisones, así como las 
modificaciones puntuales). Deja sin competencias al Consejero competente en materia de ordenación 
del territorio que se limitará a aprobar las modificaciones de planes generales y de sectorización de 
municipios de menos de 15.000 habitantes. 
 
Por otra parte, la Comisión de Urbanismo se reducen drásticamente sus competencias al limitarse a 
aprobar definitivamente planes parciales, especiales y catálogos de bienes y espacios protegidos. 
 
De esta forma el Consejo de Gobierno que hasta ahora se limitaba a aprobar definitivamente planes 
generales y de sectorización que alteraran las redes supramunicipales o disminuyesen las zonas 
verdes, pasa a concentrar todo el poder que otorga la aprobación definitiva de los planeamientso más 
importantes, incluidos los del Ayuntamiento de Madrid. 
 
 
Comentarios: Esta concentración de poder en el Consejo de Gobierno se hace en detrimento de la 
Comisión de Urbanismo, el órgano, dentro de lo que cabe más democrático, ya que están 
representados todas las fuerzas políticas.  
 
Parece que el Gobierno regional considera prioritario controlar la aprobación o denegación de las 
actuaciones urbanísticas más importantes de la región. Esto supondrá una reducción de las 
posibilidades de acceso a al información de los ciudadanos. El Consejo de Gobierno no siempre 
publica sus acuerdos y , a pesar de haber solicitado en varias ocasiones, información en base a a la 
Ley de acceso a la información, Ecologistas en Acción, no ha sido nunca contestado.  
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FICHA 7. Modificación del artículo 62 de la Ley del Suelo para incluir una nueva modalidad de 
aprobación definitiva  

 
TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CAPÍTULO I: Estrategia territorial, planeamiento y ordenación del urbanismo en la Comunidad de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid  
Nº art. en la nueva Ley: 16 
Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: nueva inclusión en artículo 62 

 
 

Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art. 16. Se introduce una nueva letra d) en el 
artículo 62.2º, con el siguiente tenor literal: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
d) Aprobar condicionadamente el Plan, 
quedando su eficacia suspendida hasta el 
cumplimiento de las modificaciones señaladas 
por el Consejo de Gobierno. 
 

Art. 62. Aprobación definitiva de los Planes de 
Ordenación Urbanística (planes generales y 
planes de sectorización)  

2. El órgano competente para la aprobación 
definitiva podrá adoptar, motivadamente, alguna de 
estas decisiones: 

a. Aprobar definitivamente el Plan o su 
modificación o revisión en sus propios términos. 

b. Aplazar, motivadamente, en todo o en parte, la 
aprobación definitiva del Plan, hasta la subsanación 
de los reparos que hayan impedido ésta o, en su 
caso, de las precisiones o modificaciones de 
determinaciones que se estimen procedentes o las 
deficiencias técnicas que hayan sido apreciadas. 
Sólo podrá exceptuarse del aplazamiento y 
aprobarse definitivamente concreta o concretas 
partes del Plan que sean susceptibles de gestión, 
aplicación y ejecución autónomas. 

c. Denegar motivadamente la aprobación 
definitiva del Plan. 

 

 
 

Consecuencias: En primer lugar no tiene lógica introducir este nuevo artículo ya que la Ley en vigor 
contempla en su apartado b) la posibilidad de aprobar un plan aplazando las partes que incluyan 
errores o cuestiones de legalidad. Por tanto, el nuevo apartado no tiene justificación en cuanto a 
mejoría de la situación actual. Sí la tiene si se busca aprobar planes generales y de sectorización a 
pesar de incurrir en ilegalidades o no adpatarse a los informes sectoriales, entre ellos a los de la CHT. 
 
Comentarios: La única justifiaccaión que tiene introducir este apartado es aprobar planeamientos que 
cuentan con informes negativos sectoriales. Podría ser el caso, una vez más de planeamientos que 
están denunciado y recurridos ante los Tribunales por Ecologsitas en Acción. Por ejemplo podría 
ocurrir con las  Normas Transitorias de Los Molinos, redactadas por la propia Consjería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio y que cuenta con informe desfavorable de la CHT y que se 
encuentra recurrido ante el TSJM. 
 
En ningún caso se establece cómo y quien revisaría el cumplimiento de las modicaciones con lo que se 
podría estar fomentando la política municipal de los hechso consumados. Resulta totalmente 
inadecuado e injustificado la introducción de este apartado. 
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TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CAPÍTULO I: Estrategia territorial, planeamiento y ordenación del urbanismo en la Comunidad 
de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid  
Nº art. en la nueva Ley: 17 
Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: nueva inclusión en artículo 62 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art. 17. Modificación del artículo 103. 
 
 
 
La sustitución del sistema de compensación 
conforme al que deba desarrollarse o esté 
desarrollándose la ejecución del planeamiento 
por un sistema de ejecución pública acordada de 
oficio podrá tener lugar: 
 
a) Por desestimiento de la iniciativa beneficiaria 
de la ejecución. El desistimiento únicamente 
podrá formularse válidamente dentro de los dos 
meses siguientes a la notificación de la resolución 
municipal. 
 
b) Por el transcurso del doble de los plazos 
establecidos en el artículo siguiente sin que los 
propietarios de suelo hayan adoptado la iniciativa 
para acometer la ejecución del ámbito de 
actuación, sector o unidad de ejecución 
correspondiente. En este supuesto, la decisión de 
la Administración de proceder al cambio de 
sistema de ejecución deberá ser notificada a 
todos los propietarios y publicada en el Boletín 
Oficial de la Comunidad de Madrid. 
 
 
 
 
c) Por incumplimiento de los deberes, 
obligaciones y compromisos inherentes al 
sistema de compensación que impida o dificulte 
apreciablemente la conclusión de la ejecución 
con perjuicio grave para el interés público o para 
los intereses legítimos de terceros. El 
incumplimiento deberá ser declarado en 
procedimiento dirigido a tal fin, en el que deberá 
darse audiencia a los interesados y celebrarse 
información pública por plazo mínimo de veinte 
días. El procedimiento podrá terminarse mediante 
convenio, en el que podrá preverse, en las 
condiciones que al efecto se precisen, la 
continuación en el proceso urbanizador y 
edificatorio de las personas habilitadas para la 

Art. 103. Sustitución del sistema de 
compensación. 

1. La sustitución del sistema de compensación 
conforme al que deba desarrollarse o esté 
desarrollándose la ejecución del planeamiento 
por un sistema de ejecución pública acordada de 
oficio o a instancia de cualquier persona 
interesada, podrá tener lugar: 

a) Por desistimiento de la iniciativa beneficiaria de 
la ejecución. El desistimiento únicamente podrá 
formularse válidamente dentro de los dos meses 
siguientes a la notificación de la resolución 
municipal correspondiente. 

b) Por el transcurso del doble de los plazos 
establecidos en el artículo siguiente sin que ni los 
propietarios de suelo ni personas privadas 
distintas hayan adoptado la iniciativa para 
acometer la ejecución del ámbito de actuación, 
sector o unidad de ejecución correspondiente. En 
este supuesto, la decisión de la Administración de 
proceder al cambio de sistema de ejecución 
deberá ser notificada a todos los propietarios y 
publicada en el Boletín Oficial de la Comunidad 
de Madrid, y sólo será efectiva si tres meses 
después de publicada no se hubiera presentado 
ninguna iniciativa privada de ejecución. 

c) Por incumplimiento de los deberes, 
obligaciones y compromisos inherentes al 
sistema de compensación que impida o dificulte 
apreciablemente la conclusión de la ejecución 
con perjuicio grave para el interés público o para 
los intereses legítimos de terceros. El 
incumplimiento deberá ser declarado en 
procedimiento dirigido a tal fin, en el que deberá 
darse audiencia a los interesados y celebrarse 
información pública por plazo mínimo de veinte 
días. El procedimiento podrá terminarse mediante 
convenio, en el que podrá preverse, en las 
condiciones que al efecto se precisen, la 
continuación en el proceso urbanizador y 
edificatorio de las personas habilitadas para la 

FICHA 8. Modificación del artículo 103 de la Ley del Suelo para eliminar el agente urbanizador  
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ejecución y de los propietarios de suelo 
intervinientes en el sistema sustituido que así lo 
deseen. 
 
d) Por comisión, con motivo del desarrollo de la 
actividad de ejecución, de una infracción 
urbanística muy grave o de dos o más 
infracciones urbanísticas graves,  declarada 
mediante resolución sancionadora firme. 
 
2.- La sustitución del sistema de compensación 
comportará en todos los supuestos previstos en 
el número anterior la pérdida a favor del Municipio 
de las garantías que hubieran sido constituidas. 

ejecución y de los propietarios de suelo 
intervinientes en el sistema sustituido que así lo 
deseen. 

d) Por comisión, con motivo del desarrollo de la 
actividad de ejecución, de una infracción 
urbanística muy grave o de dos o más 
infracciones urbanísticas graves, declarada 
mediante resolución sancionadora firme. 

2. La sustitución del sistema de compensación 
comportará en todos los supuestos previstos en 
el número anterior la pérdida en favor del 
Municipio de las garantías que hubieran sido 
constituidas. 

 
 
Consecuencias: Con este artículo se elimina el sistema de ejecución de iniciativa privada, es decir el 
agente urbanizador. Las consecuencias serán mínimas, ya que en la Comunidad de Madrid, la figura 
del Agente Urbanizador no se ha consolidado y son escasísmas las actuaciones desarrolladas 
mediante este sistema. Se trata de una propuesta más populista que eficaz. Sin duda su eliminación 
no supone problemas para el sector inmobiliario y de la construcción madrileño. 
 
Comentarios: Sin embargo, el hecho de que en el artículo 4 de la Ley de Medidas Urgentes de 
Modernización se autorice al Consejo de Gobierno a autorizar convenios con cualesquiera entidad 
podría estar encubriendo actuaciones urbanísticas por terceros, al modo del agente urbanizador pero 
sin denominarle como tal. 
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FICHA 9. Derogación de los artículos 109 a 113 para eliminar la figura del Agente urbanizador 

 
TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CAPÍTULO I: Estrategia territorial, planeamiento y ordenación del urbanismo en la Comunidad 
de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid  
Nº art. en la nueva Ley: 17 
Nº Art. que se derogan en la Ley vigente: 109, 110, 111, 112 y 113, todos ellos relativos a la 
ejecución por la figura del agente urbanbizador. 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art. 17. Derogación de los artículos 109, 110, 
111, 112 y 113 

Ejecución por adjudicatario en concurso. (Se 
trata de artíulos que establecen la forma de 
proceder en las ejecuciones por la figura del 
agente urbanizador)

Artículo 109. Formalización de la iniciativa y de 
alternativas. 

Artículo 110. Alternativas a la iniciativa. 

Artículo 111. Procedimiento para la adjudicación 
y aplicación del sistema. 

Artículo 112. Atribución de la ejecución 
conjuntamente a dos o más promotores de 
iniciativas o alternativas. 

Artículo 113. Desarrollo del sistema en caso de 
adjudicatario no propietario. 

 
 
Consecuencias: Idem apartado anterior 
 
Comentarios: Idem apartado anterior 
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TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CAPÍTULO I: Estrategia territorial, planeamiento y ordenación del urbanismo en la Comunidad 
de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid  
Nº art. en la nueva Ley: 18 
Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: nueva inclusión en artículo 245, relativoa a conveniso 
urbanísticos de planeamiento 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art. 18 . Modificación del artículo 245 
. 
El artículo 245 pasa a tener la siguiente 
redacción: 
 
Nulidad de los convenios urbanísticos de 
planeamiento. 
 
Serán nulos de pleno derecho aquellos 
convenios que incluyan estipulaciones que 
establezcan la obligación de hacer efectivos los 
deberes legales de cesión y, en su caso, los 
convenidos entre las partes, antes de la 
aprobación definitiva de la modificación o 
revisión del planeamiento que tuvo como base el 
convenio. 
 
 

Art. 245. Convenios urbanísticos de 
planeamiento 

1. La Comunidad de Madrid y los municipios, así 
como los organismos adscritos o dependientes 
de una y otros, podrán suscribir entre sí y con 
otras Administraciones convenios para definir de 
común acuerdo y en el ámbito de sus 
respectivas competencias: 

Los criterios de ordenación a los que deba 
ajustarse el planeamiento urbanístico y sus 
modificaciones y revisiones. 

Los términos en que deba preverse en el 
planeamiento urbanístico, o sus modificaciones o 
revisiones, la realización de los intereses 
públicos que gestionen. 

2. Cuando se tramiten los procedimientos de 
aprobación de los Planes de Ordenación 
Urbanística o de sus modificaciones o revisiones 
a los que se refieran los convenios previstos en 
el número anterior, éstos deberán ser incluidos, 
para conocimiento general, como anexo a la 
memoria del proyecto o entre la documentación 
sometida al preceptivo trámite de información 
pública, si son posteriores a la aprobación inicial. 

3. Con ocasión del ejercicio de la potestad de 
planeamiento, la Comunidad de Madrid y los 
municipios, en el ámbito de sus respectivas 
competencias y conjunta o separadamente, 
podrán suscribir con cualesquiera personas, 
públicas o privadas, sean o no propietarios de 
suelo, convenios urbanísticos relativos a la 
formación, modificación o revisión de un Plan de 
Ordenación Urbanística. 

4. Los convenios a que se refiere el número 
anterior: 

Sólo podrán negociarse y suscribirse con el 
carácter de preparatorios de la resolución y 

FICHA 10. Modificación del artículo 245 de la Ley del Suelo.”Convenios urbanísticos de 
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hasta el momento en que el procedimiento de 
aprobación del planeamiento o, en su caso, de 
su modificación o revisión sea sometido al 
preceptivo trámite de información pública. 

Sus estipulaciones solo tendrán, en esta fase, el 
efecto de vincular a las partes para la iniciativa y 
tramitación del pertinente procedimiento sobre la 
base del acuerdo respecto de la oportunidad, 
conveniencia y posibilidad de concreta o 
concretas soluciones de ordenación. En ningún 
caso vincularán o condicionarán en cualquier 
otra forma el ejercicio por las Administraciones 
públicas, incluidas las que sean parte en ellos, 
de la potestad de planeamiento. 

Deberá incluirse, entre sus estipulaciones, la 
cuantificación de todos los deberes legales de 
cesión y determinarse la forma en que éstos 
serán cumplidos. 

 
 
Consecuencias: Hay que tener en cuenta dos aspectos: 
 
Esta modificación no incluye ninguna novedad. El artículo 245 en su redacción actual ya contiene 
previsiones tendentes a evitar que mediante los convenios se hurte potestad de planeamiento a la 
Admisnitración o se establezcan estipulaciones contrarias a los intereses generales. Además las lo 
establecido en lso convenios de planeameinto no vincula a la admisnitración pudiendo apartarse de 
tales convenios. El problema actual es los órganos de inspección no funcionan y no se atienden las 
denuncias realizadas a convenios presuntamente ilegales. 
 
Es importante señalar que la Ley del Suelo en vigor contempla dos tipos de convenios, los de 
planeamiento y los de ejecución. Los que se prohíben son los convenios de planeamiento pero se 
mantienen los de ejecución. Además en el artículo 4 de la Ley en tramitación se autoriza al Consejo 
de Gobierno a firmar convenios con cualesquiera entidad, sin necesidad de que los mismos se 
sometan a información pública. 
 
Comentarios: El hecho de que se prohíban los convenios de planeamiento pero no los de ejecución 
entraña un riesgo potencial. Podría suponer una menor transparencia que en la actualidad y, por 
tanto, mayor grado de indefensión para el ciudadano. 
 
Actualmente los convenios de planeamiento deben someterse a información pública al mismo tiempo 
que el planeamiento al que afectan. Por tanto los ciudadanos podemos conocer qué promotor 
(empresa o particular) está interesado en reclasificar determinados terrenos. Sin embargo si se 
eliminan los convenios de planeamiento, perfectamente el Ayuntamiento o cualquier administración 
puede llegar a un acuerdo con un promotor, de igual manera reclasificar los terrenso en el plan 
general y posteriormente firmar un convenio de ejecución. De esta forma los ciudadanos durante, el 
proceso de revisión del plan general desconocen quien está detrás de recalificaciones que en algunos 
casos son masivas. 
 
Hay que tener en cuenta que mediante los convenios de planeamiento, Ecologsitas en Acción, ha 
tenido conocimiento de la existencia de convenios abusivos y de quienes son los promotores. En 
algunos casos esos convenios no se ajustaban a la legalidad por lo que fueron denunciados ante la 
Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio. Son los casos de los 5 convenios firmados 
en Valdemorillo y otros 5 en Lozoyuela. EN NINGÚN CASO LA CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE 
Y ORDENACIÓN DEL TERRITORIO HA TOMADO MEDIDA ALGUNA. 
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TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CAPÍTULO II: Medidas para el uso eficiente del agua en la Comunidad de Madrid 
Ley que se modifica: No modifica leyes pero se atribuye competencias estatales de acuerdo al 
Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley de Aguas 
Nº art. en la nueva Ley: 19 
Nº Art. que afecta en la Ley vigente: 119 y 120 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de 
julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas (estatal) 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que afecta  en la Ley vigente 
Artículo 19.- Declaración de utilidad pública 
e interés social de la obras hidráulicas de 
interés general de la Comunidad de Madrid. 
 
 
 
1.- De conformidad con el artículo 130 del Texto 
Refundido de la Ley de Aguas aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, la 
aprobación de los proyectos de obras hidráulicas 
del Canal de Isabel II llevarán implícita la 
declaración de utilidad pública y la necesidad de 
ocupación de los bienes y adquisición de 
derechos, a los fines de expropiación forzosa y 
ocupación temporal o de imposición o 
modificación de servidumbres. 
 
2.- La declaración de utilidad pública y la 
necesidad de ocupación se referirá también a los 
bienes y derechos comprendidos en el replanteo 
del proyecto y en las modificaciones de las obras 
que puedan aprobarse posteriormente. 
 
3.- La declaración de urgencia para la ocupación 
de los bienes y derechos afectados por las obras 
hidráulicas citadas corresponderá a la 
Consejería a la que esté adscrito el Canal de 
Isabel II, a propuesta de este Ente Público. 
 
4.- Cuando la realización de una obra hidráulica 
de interés general afecte de forma singular al 
equilibrio socioeconómico del término municipal 
en que se ubique, se elaborará y ejecutará un 
proyecto de restitución territorial para compensar 
tal afección. 
 
 

Artículos 119 y 120 del texto refundido de la 
Leyd e Aguas. 

Artículo 119 

1. La aprobación de los proyectos de obras 
hidráulicas de interés general llevará implícita la 
declaración de utilidad pública y la necesidad de 
ocupación de los bienes y adquisición de 
derechos, a los fines de expropiación forzosa y 
ocupación temporal, de acuerdo con lo dispuesto 
en la legislación correspondiente. 

 

 

2. La declaración de utilidad pública y necesidad 
de ocupación se referirá también a los bienes y 
derechos comprendidos en el replanteo del 
proyecto y en las modificaciones de obras que 
puedan aprobarse posteriormente. 

3. La propuesta de declaración de urgencia para 
la ocupación de bienes y derechos afectados por 
obras hidráulicas de interés general 
corresponderá al órgano competente del 
Ministerio de Medio Ambiente. 

4. Cuando la realización de una obra hidráulica 
de interés general afecte de forma singular al 
equilibrio socioeconómico del término municipal 
en que se ubique, se elaborará y ejecutará un 
proyecto de restitución territorial para compensar 
tal afección. 

Artículo 120 

1. La iniciativa para la declaración de una obra 
hidráulica como de interés general, conforme a 
los apartados 2 y 3 del artículo 44 de la presente 
Ley, corresponderá al Ministerio de Medio 
Ambiente, de oficio o a instancia de quienes 

FICHA 11. Creación de un nuevo artículo sobre declaración de utilidad pública e interés social 
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tuvieran interés en ello, sin perjuicio de lo 
dispuesto en las letras a) y b) del apartado 3 del 
artículo 44. Podrán instar la iniciación del 
expediente de declaración de una obra hidráulica 
como de interés general, en el ámbito de sus 
competencias: 

a) El resto de los Departamentos ministeriales de 
la Administración General del Estado. 

b) Las Comunidades Autónomas y las entidades 
locales. 

c) Las Comunidades de Usuarios u 
organizaciones representativas de los mismos. 

En todo caso, serán oídos en el correspondiente 
expediente las Comunidades Autónomas y 
entidades locales afectadas. 

2. Cuando se trate de obras hidráulicas que 
tengan como finalidad principal los regadíos u 
otros usos agrarios, el Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación informará preceptivamente 
sobre las materias propias de su competencia, en 
especial sobre la adecuación del proyecto a lo 
establecido en la planificación nacional de 
regadíos vigente. 

3. Para declarar una obra hidráulica de interés 
general, deberá ponderarse la adecuación del 
proyecto a las exigencias medioambientales, 
teniendo especialmente en cuenta la 
compatibilidad de los usos posibles y el 
mantenimiento de la calidad de las aguas. 

4. El expediente de declaración de una obra 
hidráulica como de interés general deberá incluir 
una propuesta de financiación de la construcción 
y explotación de la obra, así como un estudio 
sobre los cánones y tarifas a satisfacer por los 
beneficiarios. A estos efectos, dicho expediente 
será informado por el Ministerio de Economía y 
Hacienda. 

Art. 130 . Declaración de utilidad pública y 
necesidad de ocupación. 
 
1. La aprobación de los proyectos de obras 
hidráulicas de interés general llevará implícita la 
declaración de utilidad pública y la necesidad de 
ocupación de los bienes y adquisición de 
derechos, a los fines de expropiación forzosa y 
ocupación temporal, de acuerdo con lo dispuesto 
en la legislación correspondiente.  
 
2. La declaración de utilidad pública y necesidad 
de ocupación se referirá también a los bienes y 
derechos comprendidos en el replanteo del 
proyecto y en las modificaciones de obras que 
puedan aprobarse posteriormente. 
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3. La propuesta de declaración de urgencia para 
la ocupación de bienes y derechos afectados por 
obras hidráulicas de interés general 
corresponderá al órgano competente del 
Ministerio de Medio Ambiente.
 
4. Cuando la realización de una obra hidráulica 
de interés general afecte de forma singular al 
equilibrio socioeconómico del término municipal 
en que se ubique, se elaborará y ejecutará un 
proyecto de restitución territorial para compensar 
tal afección. 

 
 
Consecuencias: En la columna de la derecha se incluyen los artículos 119, 120 y 130 del Texto 
Refundido de la Ley de Aguas. Como puede comprobarse el artículo propuesto en el proyecto de Ley 
se autoconcede competencias que la Ley de Aguas otorga a la Administración General del Estado. 
Queda claro en los artículos mencionados que el órgano para declarar de utilidad pública una 
infraestructura hidráulica es el Ministerio de Medio Ambeinte. Las CCAA lo único que pueden hacer es 
instar esa declaración. 
 
Por otra parte hay que tener en cuenta que el Canal de Isabel II es una empresa pública de gestión 
sin competencias para tomar la iniciativa de la ejecución de obras hidráulicas. 
 
En clave urbanística, la declaración de Utilidad Pública lleva implícita la prevalencia sobre otros 
intereses públicos lo que permitiria la ocupación y destrucción de espacios protegidos para construir 
nuevos embalses innecesarios en Madrid. Actualmente estas infraestructuras sólo servirían para 
seguir incrementando el gigante especulador, especialmente en zonas como la Sierra Norte donde, 
podría ubicarse uno de los dos embalses anunciados durante la campaña electoral por Esperanza 
Aguirre. 
 
Comentarios: El Gobierno Regional, desde el inicio de la pasada legislatura ha tenido como objetivo 
lograr más recursos hídricos para la región. Durante la anterior legislatura se intentaron sacar 
adelante varios embalses en los ríos Alberche, Jarama y Sorbe, en las Comunidades limítrofes de 
Castilla y León y Castilla La Mancha. Estos embalses ya habían sido desestimados por los Gobiernos 
Centrales, tanto socialistas como del Partido Popular. En esta ocasión, el Ministerio de Medio 
Ambiente, descartó automáticamente la solicitud de la CM. 
 
El agua es un factor limitante para sacar adelante los proyectos urbanísticos previstos en Madrid. 
Además, los informes negativos  emitidos por  la CHT están bloqueando la aprobación definitiva de un 
gran número de planeamientos que han iniciado su revisión durante la pasada legislatura.  
 
Por ello, el Gobierno regional quiere tener competencias para construir nuevos embalses en la Región 
y para ello pretende autoconcederse competencias. Hay que recordar que durante la campaña 
electoral Esperanza Aguirre prometió la construcción de dos nuevos embalses en Madrid, uno en el 
norte, posiblemente en la Sierra Norte (dado que el alcalde de Puebla de la Sierra solicitó un estudio 
de viabilidad en su término municipal para la construcción de un embalse) y otro en el sur. 
 
Resulta altamente preocupante que un Gobierno autonómico se autoconceda competencias estatales 
para sacar adelante actuaciones que inundarían importantes superficies de la Región simplemente 
para seguir construyendo y destruyendo el escaso territorio natural  de la CM. 
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FICHA 12. Creación de un nuevo artículo  sobre declaración de utilidad pública e interés social 
las obras de enterramiento de líneas eléctricas. 

 
 
TÍTULO II: DE LA ACCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CAPÍTULO III: Medidas para el embellecimiento, limpieza y calidad de vida de nuestras 
ciudades 
Ley que se modifica: No modifica leyes pero se agiliza trámites urbanísticos y carga a la 
administración públicas de actuaciones y costes que deberían ser asumidos por los 
promotores urbanísticos. 
Nº art. en la nueva Ley: 21 
Nº Art. que afecta en la Ley vigente: Art. 5 de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector 
Eléctrico. 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Artículo 21.- Declaración de utilidad pública 
e interés social de las obras de soterramiento 
de las líneas eléctricas. 
 
1.- De conformidad con la legislación de 
expropiación forzosa, la aprobación de los 
proyectos de obras de soterramiento de líneas 
eléctricas llevarán implícita la declaración de 
utilidad pública y la necesidad de ocupación de 
los bienes y adquisición de derechos, a los fines 
de expropiación forzosa y ocupación temporal o 
de imposición o modificación de servidumbres. 
 
2.- La declaración de utilidad pública y la 
necesidad de ocupación se referirá también a los 
bienes y derechos comprendidos en el replanteo 
del proyecto y en las modificaciones de las obras 
que puedan aprobarse posteriormente. 
 
3.- La declaración de urgencia para la ocupación 
de los bienes y derechos afectados por las obras 
citadas corresponderá a la Consejería 
competente en materia de energía.  

Artículo 5. Coordinación con planes 
urbanísticos. 
 
1. La planificación de las instalaciones de 
transporte y distribución de energía eléctrica 
cuando éstas se ubiquen o discurran en suelo no 
urbanizable, deberá tenerse en cuenta en el 
correspondiente instrumento de ordenación del 
territorio. Asimismo, y en la medida en que dichas 
instalaciones se ubiquen en cualesquiera de las 
categorías de suelo calificado como urbano o 
urbanizable, dicha planificación deberá ser 
contemplada en el correspondiente instrumento 
de ordenación urbanística, precisando las 
posibles instalaciones, calificando 
adecuadamente los terrenos y estableciendo, en 
ambos casos, las reservas de suelo necesarias 
para la ubicación de las nuevas instalaciones y la 
protección de las existentes. 
 
2. En los casos en los que no se haya tenido en 
cuenta la planificación eléctrica en instrumentos 
de ordenación descritos en el apartado anterior, o 
cuando las razones justificadas de urgencia o 
excepcional interés para el suministro de energía 
eléctrica aconsejen el establecimiento de 
instalaciones de transporte o distribución y 
siempre que en virtud de lo establecido en otras 
Leyes, resultase preceptivo un instrumento de 
ordenación del territorio o urbanístico según la 
clase de suelo afectado, se estará a lo dispuesto 
en el artículo 244 del Texto Refundido de la Ley 
sobre el Régimen del Suelo y Ordenación 
Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1992, de 26 de junio, o texto autonómico que 
corresponda. 
 

Consecuencias: Al declarar de utilidad pública e interés social el soterramiento de las líneas 
eléctricas, lo que se consigue es que en una actuación urbanística, en lugar de cargar con los costes 
el promotor de la actuación afectada por las líneas eléctricas lo haga el propietario de las mismas. Es 
decir, bajo la máscara de una actuación de interés social, se esconde un beneficio importante para 
promotores urbanísticos. 
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Hay que tener en cuenta que según el art. 5 de la Ley del Sector Eléctrico, los nuevos desarrollos lo 
que deben hacer es planificar de acuerdo a las líneas eléctricas existentes, dejar las reservas de 
suelo adecuadas. En ningún caso se puede pretender reclasificar como urbanizable terrenos 
afectados por líneas eléctricas y pretender que sean las empresas  eléctricas las que costeen los 
gastos de enterramiento. 
 
Comentarios: Una vez más nos encontramos ante una medida para agilizar la urbanización de 
terrenos y el desbloqueo de algunos planes, en este caso como el de Brunete. El Plan General de 
Brunete está denunciado porque se aprobó sin tener en cuenta el enterramiento de dos líneas 
eléctricas de alta tensión (380.000 voltios) en el sector 8 Los rosales y el sector 7 La Pellejera. Estas 
líneas son propiedad de Red Eléctrica Española (REE). Actualmente el PG está pendiente de 
aprobación por el Consejo de gobierno. Teniendo en cuenta que el enterramiento de 1 km de tendido 
eléctrico como el de Brunete llegar a alcanzar entre 300-400 millones de las antiguas pesetas, resulta 
evidente el descargo que supone para el promotor que el enterramiento de estas infraestructuras 
corra a cargo de REE, una empresa dependiente del estado. 
 
Es importante tener en cuenta que esta medida no elimina los campos electromagnético producidos 
por estas infraestructuras. La radiación es la misma . Por otra parte obligar a las empresas eléctricas 
a enterrar líneas existentes va en contra de la Ley del sector eléctrico español. 
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FICHA 13. Modificación del artículo 69 de la Ley de Gobierno y Administración de la Comunidad 
de Madrid, relativa a firma de convenios 

 
TÍTULO I: MODERNIZACIÓN DEL GOBIERNO Y LA ADMINISTRACIÓN DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID  
CAPÍTULO I: Modificación de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno y Administración 
de la Comunidad de Madrid 
Ley que se modifica: Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno y Administración de la 
Comunidad de Madrid . 
Nº art. en la nueva Ley: 4 
Nº Art. que afecta en la Ley vigente: Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno y 
Administración de la Comunidad de Madrid 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Artículo 4.- Celebración de convenios con 
carácter excepcional. 
 
Se añade un nuevo artículo 69 con la siguiente 
redacción: 
 
Excepcionalmente el Consejo de Gobierno podrá 
autorizar la celebración de convenios o acuerdos 
con cualesquiera entidades, públicas o privadas, 
cuando aprecie razones de interés público, social, 
económico o humanitario, u otras debidamente 
justificadas. La celebración de estos convenios, a 
propuesta del Consejero competente por razón 
de la materia, deberá ser autorizada por el 
Consejo de Gobierno de la Comunidad de 
Madrid, mediante acuerdo motivado que se hará 
público  

Art. 69 Nuevo 

 
 
Consecuencias: El Consejo de Gobierno podrá firmar todo tipo de Convenios, incluidos, urbanísticos 
sin que se sometan a ningún procedimiento de información pública y al margen de las obligaciones de 
los conveniso que firman los Ayuntameintos. El artículo sólo indica que lo que se hará público será el 
acuerdo final del consejo de Gobierno.  
 
Comentarios: queda reflejada un fuerte carácter autoritario y de control de todo tipo de decisiones, 
por el Gobierno regional, sin necesidad de dar cuenta a otros órganos 
 
 
 
 
 
 
 

FICHA 14. Modificación de la Ley forestal y de protección de la Naturaleza en relación a las 
autorizaciones de Agentes Forestales. 

 
 
TÍTULO I: MODERNIZACIÓN DEL GOBIERNO Y LA ADMINISTRACIÓN DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID  
CAPÍTULO IV: Aplicación del principio de seguridad jurídica en la actividad administrativa 
Ley que se modifica: Ley 16/1995, de 4 de mayo, Forestal y de protección de la Naturaleza de la 
Comunidad de Madrid. 
Nº art. en la nueva Ley: 9 
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Nº Art. que afecta en la Ley vigente: Art. 100 de la Ley 16/1995, de 4 de mayo, Forestal y de 
Protección de la Naturaleza de la Comunidad de Madrid 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Art.9. Modifica el apartado tercero del artículo 
100  que pasa a tener un primer párrafo 
primero con la siguiente redacción: 
 
 
 
3.- Los Agentes Forestales requerirán de 
autorización judicial para acceder a montes o 
terrenos forestales de titularidad privada, salvo 
que el acceso se produzca con ocasión de la 
extinción de incendios forestales. 
 
La actual redacción del apartado tercero se 
convierte en el segundo párrafo del mismo 
apartado. 
 
 

Art. 100.3 de la Ley 16/1995, de 4 de mayo, 
Forestal y de Protección 

Artículo 100. Del personal de vigilancia. 

3. Los Agentes Forestales, tendrán la 
consideración de Agentes de la autoridad, y 
podrán acceder a los montes o terrenos 
forestales con independencia de quien sea su 
titular. A los efectos de los correspondientes 
procedimientos para las imposiciones de 
sanciones, los hechos constatados por este 
personal que se formalicen en la correspondiente 
acta tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las 
pruebas en defensa de sus derechos o intereses 
puedan señalar o aprobar los interesados. 

 

 
 
Consecuencias: La modificación de este artículo debe leerse en consonancia con la Disposición 
Derogatoria que se analiza en el punto siguiente. Sin duda, la obligación de que los Agentes 
Forestales (AAFF) tengan que contar con autorización judicial para a acceder a montes o terrenos 
forestales privados recorta, a este cuerpo, la libertad de investigación de presuntos delitos e 
irregularidades. El resultado es la pérdida de eficacia en la investigación de la presunta actividad 
ilegal y una clara reducción de las competencias de investigación de este Cuerpo. 
 
La obligación que pretende incluir el Gobierno regional mediante esta modificación choca frontalmente 
con lo establecido en el artículo 58 de la Ley 10/2006 por la que se modifica la Ley 43/2003 de 
Montes (estatal). Este artículo en su apartado 3. dice textualmente  
 
3. Los funcionarios que desempeñen funciones de policía administrativa forestal, por atribución legal o 
por delegación, tienen la condición de agentes de la autoridad y los hechos constatados y 
formalizados por ellos en las correspondientes actas de inspección y denuncia tendrán presunción de 
certeza, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos e intereses puedan 
aportar los interesados. 
 
Asimismo, están facultados para: 
a) Entrar libremente en cualquier momento y sin previo aviso en los lugares sujetos a inspección y a 
permanecer en ellos, con respeto, en todo caso, a la inviolabilidad del domicilio. Al efectuar una visita 
de inspección, deberán comunicar su presencia a la persona inspeccionada o a su representante, a 
menos que consideren que dicha comunicación pueda perjudicar el éxito de sus funciones. 

 
Comentarios: Durante la última legislatura los desencuentros entre la Consejería de Medio Ambiente 
con los Agentes Forestales ha sido constante. Ante la falta de eficacia de la Dirección General de 
Disciplina Ambiental por la lentitud en la tramitación de las denuncias, los AAFF decidieron presentar 
denuncias directamente en los Juzgados o ante la Fiscalía de Medio Ambiente. Este comportamiento 
irritó gravemente a los responsables de la Consejería de Medio Ambiente que mediante notas 
internas prohibieron esta forma de denuncia. 
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FICHA 15. Derogación de la Ley de creación del Cuerpo de Agentes Forestales. 
 
 
 
 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
Ley que se modifica: Ley 1/2002, de 27 de marzo, por la que se crea el Cuerpo de Agentes 
Forestales de la Comunidad de Madrid. 
Nº art. en la nueva Ley: Disposición Derogatoria 
Nº Art. que afecta en la Ley vigente: 6 
 
 
Texto de la nueva Ley  Texto que se modifica en la Ley vigente 
Disposición Derogatoria 
 
Quedan derogadas las siguientes disposiciones 
legales: 
 
1.- El artículo 6 de la Ley 1/2002, de 27 de marzo, 
por la que se crea el Cuerpo de Agentes 
Forestales de la Comunidad de Madrid. 
 

Art. 6. Se deroga este artículo en la Ley 1/2002, 
de 27 de marzo, por la que se crea el Cuerpo 
de Agentes Forestales de la Comunidad de 
Madrid 

Carácter de Autoridad 

El Cuerpo de Agentes Forestales tiene la 
consideración de Policía Administrativa Especial, 
y sus integrantes ostentarán el carácter de 
Agentes de la Autoridad, cuando presten servicio 
en el ejercicio de sus funciones, para todos los 
efectos legalmente procedentes. 

 
 
Consecuencias: Esta medida leída en consonancia con la modificación que se plantea en el artículo 
6 de la Ley de Medidas Urgentes y que se ha analizado en el punto anterior, elimina el carácter de 
Agente de la Autoridad de los AAFF lo que da pie a eliminar competencias actuales. 
 
Igual que en el caso anterior esta medida va en contra de la Ley 10/2006 por la que se modifica la Ley 
43/2003 de Montes (estatal) que tanto en la Exposición de Motivos como en el articulado reconoce el 
carácter de agente de la autoridad y de policía judicial de los AAFF. 
 
Así en el expositivo IV, se dice textualmente:  
 
Asimismo, se reconoce la condición de agente de la autoridad de los funcionarios que desempeñen 
funciones de policía administrativa forestal (agentes forestales), cualquiera que sea su denominación 
corporativa específica, como se indica en el artículo 6.q de este texto; y que estos funcionarios 
constituyen Policía Judicial en sentido genérico, de acuerdo con lo dispuesto por el apartado 6 del 
artículo 283 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, considerando que la referencia que hace este 
precepto a guardas de montes, campos y sembrados, debe entenderse hecha actualmente a los 
citados funcionarios. 
 
El artículo 6 q de la Ley dice textualmente:  
 
Agente forestal: Funcionario que ostenta la condición de agente de la autoridad perteneciente a las 
Administraciones Públicas que, de acuerdo con su propia normativa y con independencia de la 
denominación corporativa específica, tiene encomendadas, entre otras funciones, las de policía y 
custodia de los bienes jurídicos de naturaleza forestal y la de policía judicial en sentido genérico tal 
como establece el apartado 6 del artículo 283 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
 
 
Comentarios: Con la medidas propuestas, la Administración, pierde un colectivo de 250 personas 
distribuidas por el territorio regional con capacidad para ver y denunciar irregularidades. No parece 
lógico esta forma de actuar del Gobierno regional si lo que se busca es una mayor eficacia en la 
protección del medio ambiente. 
 

Ecologistas en Acción  41 


	1. INTRODUCCIÓN
	2. ACTIVIDAD DE ECOLOGISTAS EN ACCIÓN EN MATERIA URBANÍSTICA EN LA COMUNIDAD DE MADRID
	          2.1 Irregularidades urbanísticas más frecuentes
	          2.2 Denuncias 5
	          2.3. conclusiones
	3. VALORACIÓN DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS URGENTES
	          3.1 Resumen 
	          3.2. Análisis pormenorizado del articulado de la Ley de Medidas urgentes
	FICHAS 
	Ficha 1. Modificación Avances
	Ficha 2. Información Pública
	Ficha 3. Retirada competencias urbanísticas municipales
	Ficha 4. Limitación de alturas en nuevos edificios
	Ficha 5. Construcciones en suelo protegido
	Ficha 6. Órganos competentes aprobación definitiva
	Ficha 7. Nueva modalidad aprobación definitiva
	Ficha 8. y 9. Eliminación de la figura del agente urbanizador
	Ficha 10. Prohibición del convenio de planeamiento
	Ficha 11. Declaración utilidad pública obras hidráulicas
	Ficha 12. Declaración utilidad pública soterramiento líneas eléctricas
	Ficha 13. Firma de convenios por el Gobierno regional 
	Fichas 14 y 15. Eliminación competencias Agentes Forestales
	 1. INTRODUCCIÓN
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Art.56. Se modifican los apartados 2º, 3º y 4º y se añade un nuevo apartado 5º.
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: nueva inclusión en artículo 62
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Nº Art. que se derogan en la Ley vigente: 109, 110, 111, 112 y 113, todos ellos relativos a la ejecución por la figura del agente urbanbizador.
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Nº Art. que se modifica en la Ley vigente: nueva inclusión en artículo 245, relativoa a conveniso urbanísticos de planeamiento
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Nº Art. que afecta en la Ley vigente: 119 y 120 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas (estatal)
	Texto que afecta  en la Ley vigente
	Nº art. en la nueva Ley: 21
	Nº Art. que afecta en la Ley vigente: Art. 5 de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico.
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Nº Art. que afecta en la Ley vigente: Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Texto que se modifica en la Ley vigente
	Nº Art. que afecta en la Ley vigente: 6
	Texto que se modifica en la Ley vigente


<<
  /ASCII85EncodePages false
  /AllowTransparency false
  /AutoPositionEPSFiles true
  /AutoRotatePages /All
  /Binding /Left
  /CalGrayProfile (Dot Gain 20%)
  /CalRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CalCMYKProfile (U.S. Web Coated \050SWOP\051 v2)
  /sRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CannotEmbedFontPolicy /Warning
  /CompatibilityLevel 1.4
  /CompressObjects /Tags
  /CompressPages true
  /ConvertImagesToIndexed true
  /PassThroughJPEGImages true
  /CreateJDFFile false
  /CreateJobTicket false
  /DefaultRenderingIntent /Default
  /DetectBlends true
  /DetectCurves 0.0000
  /ColorConversionStrategy /LeaveColorUnchanged
  /DoThumbnails false
  /EmbedAllFonts true
  /EmbedOpenType false
  /ParseICCProfilesInComments true
  /EmbedJobOptions true
  /DSCReportingLevel 0
  /EmitDSCWarnings false
  /EndPage -1
  /ImageMemory 1048576
  /LockDistillerParams false
  /MaxSubsetPct 100
  /Optimize true
  /OPM 1
  /ParseDSCComments true
  /ParseDSCCommentsForDocInfo true
  /PreserveCopyPage true
  /PreserveDICMYKValues true
  /PreserveEPSInfo true
  /PreserveFlatness true
  /PreserveHalftoneInfo false
  /PreserveOPIComments false
  /PreserveOverprintSettings true
  /StartPage 1
  /SubsetFonts true
  /TransferFunctionInfo /Apply
  /UCRandBGInfo /Preserve
  /UsePrologue false
  /ColorSettingsFile ()
  /AlwaysEmbed [ true
  ]
  /NeverEmbed [ true
  ]
  /AntiAliasColorImages false
  /CropColorImages true
  /ColorImageMinResolution 300
  /ColorImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleColorImages true
  /ColorImageDownsampleType /Bicubic
  /ColorImageResolution 300
  /ColorImageDepth -1
  /ColorImageMinDownsampleDepth 1
  /ColorImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeColorImages true
  /ColorImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterColorImages true
  /ColorImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /ColorACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /ColorImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000ColorACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000ColorImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasGrayImages false
  /CropGrayImages true
  /GrayImageMinResolution 300
  /GrayImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleGrayImages true
  /GrayImageDownsampleType /Bicubic
  /GrayImageResolution 300
  /GrayImageDepth -1
  /GrayImageMinDownsampleDepth 2
  /GrayImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeGrayImages true
  /GrayImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterGrayImages true
  /GrayImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /GrayACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /GrayImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000GrayACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000GrayImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasMonoImages false
  /CropMonoImages true
  /MonoImageMinResolution 1200
  /MonoImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleMonoImages true
  /MonoImageDownsampleType /Bicubic
  /MonoImageResolution 1200
  /MonoImageDepth -1
  /MonoImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeMonoImages true
  /MonoImageFilter /CCITTFaxEncode
  /MonoImageDict <<
    /K -1
  >>
  /AllowPSXObjects false
  /CheckCompliance [
    /None
  ]
  /PDFX1aCheck false
  /PDFX3Check false
  /PDFXCompliantPDFOnly false
  /PDFXNoTrimBoxError true
  /PDFXTrimBoxToMediaBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXSetBleedBoxToMediaBox true
  /PDFXBleedBoxToTrimBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXOutputIntentProfile ()
  /PDFXOutputConditionIdentifier ()
  /PDFXOutputCondition ()
  /PDFXRegistryName ()
  /PDFXTrapped /False

  /Description <<
    /CHS <FEFF4f7f75288fd94e9b8bbe5b9a521b5efa7684002000500044004600206587686353ef901a8fc7684c976262535370673a548c002000700072006f006f00660065007200208fdb884c9ad88d2891cf62535370300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c676562535f00521b5efa768400200050004400460020658768633002>
    /CHT <FEFF4f7f752890194e9b8a2d7f6e5efa7acb7684002000410064006f006200650020005000440046002065874ef653ef5728684c9762537088686a5f548c002000700072006f006f00660065007200204e0a73725f979ad854c18cea7684521753706548679c300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c4f86958b555f5df25efa7acb76840020005000440046002065874ef63002>
    /DAN <>
    /DEU <>
    /ESP <>
    /FRA <>
    /ITA <>
    /JPN <>
    /KOR <FEFFc7740020c124c815c7440020c0acc6a9d558c5ec0020b370c2a4d06cd0d10020d504b9b0d1300020bc0f0020ad50c815ae30c5d0c11c0020ace0d488c9c8b85c0020c778c1c4d560002000410064006f0062006500200050004400460020bb38c11cb97c0020c791c131d569b2c8b2e4002e0020c774b807ac8c0020c791c131b41c00200050004400460020bb38c11cb2940020004100630072006f0062006100740020bc0f002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e00300020c774c0c1c5d0c11c0020c5f40020c2180020c788c2b5b2c8b2e4002e>
    /NLD (Gebruik deze instellingen om Adobe PDF-documenten te maken voor kwaliteitsafdrukken op desktopprinters en proofers. De gemaakte PDF-documenten kunnen worden geopend met Acrobat en Adobe Reader 5.0 en hoger.)
    /NOR <>
    /PTB <>
    /SUO <>
    /SVE <>
    /ENU (Use these settings to create Adobe PDF documents for quality printing on desktop printers and proofers.  Created PDF documents can be opened with Acrobat and Adobe Reader 5.0 and later.)
  >>
  /Namespace [
    (Adobe)
    (Common)
    (1.0)
  ]
  /OtherNamespaces [
    <<
      /AsReaderSpreads false
      /CropImagesToFrames true
      /ErrorControl /WarnAndContinue
      /FlattenerIgnoreSpreadOverrides false
      /IncludeGuidesGrids false
      /IncludeNonPrinting false
      /IncludeSlug false
      /Namespace [
        (Adobe)
        (InDesign)
        (4.0)
      ]
      /OmitPlacedBitmaps false
      /OmitPlacedEPS false
      /OmitPlacedPDF false
      /SimulateOverprint /Legacy
    >>
    <<
      /AddBleedMarks false
      /AddColorBars false
      /AddCropMarks false
      /AddPageInfo false
      /AddRegMarks false
      /ConvertColors /NoConversion
      /DestinationProfileName ()
      /DestinationProfileSelector /NA
      /Downsample16BitImages true
      /FlattenerPreset <<
        /PresetSelector /MediumResolution
      >>
      /FormElements false
      /GenerateStructure true
      /IncludeBookmarks false
      /IncludeHyperlinks false
      /IncludeInteractive false
      /IncludeLayers false
      /IncludeProfiles true
      /MultimediaHandling /UseObjectSettings
      /Namespace [
        (Adobe)
        (CreativeSuite)
        (2.0)
      ]
      /PDFXOutputIntentProfileSelector /NA
      /PreserveEditing true
      /UntaggedCMYKHandling /LeaveUntagged
      /UntaggedRGBHandling /LeaveUntagged
      /UseDocumentBleed false
    >>
  ]
>> setdistillerparams
<<
  /HWResolution [2400 2400]
  /PageSize [612.000 792.000]
>> setpagedevice


